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£U lector: 
El folleto que el señor Rodríguez Hniceto pre 
senta ante aquellos de sus compatriotas a quienes 
interesa el Derecho internacional priuado, es uno 
de mis primeras obras: Hace ueinfe años que fué 
publicada. Desde el comienzo de mis explicaciones 
en la Facultad de Derecho de Grenoble, me sor-
prendió la incertidumbre que obscurece los prime 
ros principios del Derecho internactonoí priuado, y 
creí uer que éste no puede encontrar base sólida, 
mas que en ciertos grandes reglas del derecho de 
gentes. 
Mi estudio sobre «El derecho internacional pri-
uado, considerado en sus relaciones con el Derecho 
internacional público», fué escrito con el objeto de 
uulgarizar este método, dando a conocer las princi-
pales razones en que puede apoyarse. Después, he 
publicado mucho, y con el tiempo, mis propias ideas 
se han extendido y precisado. Pero puedo decir que 
no he abandonado nada de lo que tenía por justo 
hace ueinte años, y que la disertación traducida por 
el señor Rodríguez fíniceto, permanece aún la ex-
presión exacta de mi conuicción jurídico. 
JJ. pillet. 
Profesor en la Facultad de Derecho 
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1. Ocurre a veces, cuando se construye una casa, que 
se producen, en el curso de las obras, depresiones del te-
r reno, grietas, hundimientos, que e n s e ñ a n un poco tarde 
al arqui tecto, que ha obrado con ligereza, a l no asegu-
rarse por completo., desde el pr inc ip io , de la solidez del 
terreno, sobre el cual se h a b í a decidido a edificar. ¿Qué 
hace entonces el arquitecto?: Se apresura a suspender 
«sus trabajos, y , dejando todo lo d e m á s , se ocupa exclusi-
vamente en consolidar el ^uelo que le s i rve de asiento y 
c ü y a resistencia es condic ión esencial del éx i to de su em-
presa . 
¿No estamos en el caso de este arquitecto nosotros, 
jurisconsultos, que nos hemos consagrado a la obra labo-
riosa del desenvolvimiento del Derecho Internacional 
púb l i co y privado? Cuantas veces enr una t e o r í a sabia-
mente elaborada, comprobamos m í a laguna absoluta, 
i rremediable, que condena la doctr ina toda entera: o bien 
es un pr incipio que deb ía servir de clave a !a b ó v e d a del 
edificio, y que, bajo el pe^o de sus'consecuencias, sedes-
ploma sin que pueda encontrarse el medio de fijarla. Es-
tas dificultades y contratiempos son famil iares, sobre 
todo a los que se ocupan con p r e d i l e c c i ó n del Derecho 
in ternacional pr ivado. En materia internacional , el de-
recho privado se presta mejor que el derecho púb l i co , a 
una obra s i s t e m á t i c a y razonada. Esto obedece a una do-
ble causa; en pr imer lugar, a que el derecho pr ivado es 
mejor conocido que el derecho púb l i co ; d e s p u é s , a que es 
menos var iable . Se puede cambiar h i forma po l í t i ca de 
un Estado, su cons t i tuc ión , sus tendencias, sus a t r ibucio-
nes; no se cambia un hombre-como tampoco se le hace a 
su gusto, no se trastorna el derecho servidor de sus nece-
sidades y de su ac t iv idad . Pero si es verdad que en Dere-
cho internacional pr ivado es m á s fácil edificar t e o r í a s 
c i en t í f i camen te aceptables, es verdad t a m b i é n que todas 
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estas t eo r í a s , desde la pr imera a la ú l t i m a , dejan descu-
b r i r los vicios de cons t r cc ión de que hemos hablado. 
¿A q u é obededen estos defectos? Por una parte., sin 
duda a lo que podemos l l amar siguiendo nuestra compa-
r a c i ó n , la mala calidad de los materiales; es decir, l a 
inexact i tud de las premisas, el desconocimiento de los 
o r ígenes de la ciencia, la incer t idumbre del razonamien 
to, pero, por otra parte digna de c o n s i d e r a c i ó n , d é b e n s e 
t a m b i é n a la imperfecta p r e p a r a c i ó n del terreno sobre el 
cuá l se edifica. Con mucha frecuencia los juriconsultos, 
a ú n los m á s eminentes, no observan bastante la impor-
tancia que para ellos t e n d r í a proceder lentamente, sobre 
todo a l p r inc ip io , en una mater ia que no puede tener o t ra 
autoridad que la del e sp í r i t u científico y de la r a z ó n . Se 
apresuran, desde los primeros pasos, hacia las cuestiones 
concretas seducidos probablemente por el i n t e r é s inme-
diato que presentan, sin reflexionar que con semejante 
m é t o d o dejan tras de sí inexploradas un g ran n ú m e r o de 
cuestiones generales, cuyo examen y so luc ión p o d r í a n , 
por sí solos, a r ro ja r v i v a luz sobre los problemas de que 
ellos esperan encontrar la clave. (1) No puede chocar des-
p u é s de esto, que sus t eo r í a s solamente permanezcan sus-
pendidas en el aire por un verdadero mi lagro de equi l i -
b r io , que sean fatalmente condenadas a un desplomamien-
to p r ó x i m o , que las concepciones se suceden as í unas a 
(1) Que t a l m é t o d o fué el de nuestros antiguos j u r i -
consultos, no hay que sorprenderse de el lo. Tra taban las 
cuestiones de conflicto como una c o m p l i c a c i ó n par t i cu la r 
de los problemas de Derecho c i v i l y las examinaban des-
de un punto de v is ta re la t ivo , considerando lo que pasa-
ba en su pat r ia , sin preocuparse de establecer un sistema 
que por su generalidad real izara la a r m o n í a universal de 
diversas legislaciones. Pero este punto de vis ta no es ver-
daderamente internacional y no r e n d i r á j a m á s los servi-
cios particulares que se esperan con r a z ó n de nuestra 
ciencia. 
— 11 -
otras, y que la ciencia toda entera recuerda, a ú n sin que-
rer lo , a l coloso de bronce con los pies de a rc i l l a . 
2. Nosotros procuraremos aqu í llenar una de estas la-
gunas (que no es la menos importante) , intentando deter-
minar con p rec i s ión las relaciones que existen entre el 
Derecho internacional pr ivado y el Derecho internacio-
na l p ú b l i c o . Cues t ión cien veces tratada, es un verdade-
ro lugar c o m ú n , porque se puede decir que no hay autor 
que no se crea obligado a consagrarle algunas l í n e a s pol-
lo menos. Y , sin embargo, no ha sido t o d a v í a estudiada a 
nuestro gusto y f ác i lmen te probaremos que no se la ha 
considerado como debiera^ que se han contentado con 
desflorarla, y que, s egún las apariencias, cada uno, sin 
investigaciones serias, se ha apresurado a exponer su opi-
n ión , cuando t a l vez, no sospechara t o d a v í a la verdadera 
impor tanc ia de este problema. En verdad, p o d r í a dudar-
se a l ver c u á l ha sido el resultado de esta manera do pro-
ceder. 
L a ciencia e s t á d iv id ida en dos campos iguales o casi 
iguales: uno que asegura que hay identidad de naturale-
za entre el derecho internacional púb l i co y el derecho 
internacional pr ivado, que son ramas de un mismo t ron-
co; el otro sostiene que no hay el menor parecido entre 
estos dos ó r d e n e s de cuestiones, que sólo deben a un azar 
desdichado, l l eva r nombres parecidos. Si la esc is ión fue-
ra real y fo rmal , se r ía grave: d e b e r í a l l eva r consigo una 
divergencia absoluta en los m é t o d o s de una y otra escue-
la. Si se piensa que el derecho internacional pr ivado for-
ma parte del derecho de gentes, es preciso apl icar le , en 
toncos, los principios part iculares a esta rama del dere-
cho, en la cons ide rac ión directa de las relaciones de las 
naciones, en el aná l i s i s de la comunidad in te rnac iona l , en 
la i n d a g a c i ó n de las consecuencias que resultan de su 
existencia para los pueblos, y en par t icu la r , de las obl i -
gaciones que mantienen con los pueblos extranjeros en el 
terreno -del derecho pr ivado; y decimos, con t a l m é t o d o , 
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y por investigaciones de esta especie, es como el jur iscon-
sulto, l l e g a r í a a establecer un sistema de derecho inter-
nacional pr ivado verdaderamente satisfactorio. Se cree, 
por el cont rar io , que nuestra ciencia posee nna naturale-
za dist inta, que debe ser vecina del derecho de gentes sin 
sufrir por és to su dmor idad , entonces se d e b e r á buscar en 
los precedentes mismos de esta c i e i M a , en las condiciones 
propias de los problemas que abraza, la so luc ión de estos 
problemas. Como se ve, desde el p r inc ip io p r e s é n t a s e una 
a l te rna t iva que se puede calificar de temible: si en esta 
cues t ión s i s t e m á t i c a se comete un p r imer error , és te s e r á 
fatalmente i r reparable: cualesquiera que sean la hab i l i -
dad, y e r u d i c i ó n que se puedan desplegar después , no la 
r e s c a t a r á n y se e s t a r á condenado a mover en perpetuas 
inexactitudes. Si nuestra discipl ina pertenece a l derecho 
verdadera y l i te ra lmente internacional , en vano se bus-
c a r á n sus principios no siendo en la c o n s i d e r a c i ó n dé los 
lazos y obligaciones r e c í p r o c a s de las naciones: si es, 
como se pretende, independienfe o aun, como se ha dicho 
t a m b i é n , e s t á inc lu ida en el Derecho nacional , fác i lmen-
te se comprende que para hacer una obra acertada y ú t i l 
s e r á preciso tener cuidado de no abandonar nunca el do-
minio del Derecho c i v i l o el dominio par t i cu la r que se 
cree poderle asignar. Pero en hecho no se ha apercibido, 
n i l a impo i t anc i a de esta cues t ión , n i las consecuencias 
que su so luc ión imp l i ca . Más adelante h comprobaremos 
mejor: basta por ahora mencionar este hecho para mos-
t r a r con qué^per ig rosa" ' ind i fe renc ia , l a ciencia, ha pro-
cedido. 
3. Es interesante hacer notar que en medio de las opi-
niones tan diveraas, -.emitidas sobfe este punto, puede es-
tablecerse una d i s t inc ión general. Los maestros del dere-
cho de gentes, o por lo menos los que lo han abrazado en 
conjunto en sus obras, no dejan nunca de dedicar en ellas 
una parte a menudo, considerable, a l Derecho internacio-
na l pr ivado, en tanto que los sabios que se dedican ex-
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elusivamente o a l menos especialmente, a esta rama par-
t i cu la r de la ciencia, se inc l inan , casi todos, a hacerle un 
lugar a parte en el conjunto de las ciencias j u r í d i c a s y 
repudian los lazos de parentesco que los otros quisieran 
ver reconocidos entre ella y la t e o r í a general de los dere-
chos de las Daciones. Este hecho p o d r í a induci r a creer 
que efete ú l t imo part ido es el mejor, porque es lógico pen-
sar que los que han escrutado m á s profundamente la na-
turaleza de una ciencia, conocen t a m b i é n mejor el verda-
dero lugar que conviene asignarle en el grupo de las 
ciencias del mismo orden. Pero no hay que apresurarse 
a adoptar esta conc lus ión , que no se r í a plenamente plau-
sible, sino en tanto, en cuanto que los jurisconsultos alu-
didos lograran dar a las.di versas cuestiones c o m p r e n d í 
das en la ciencia, objeto de sus estudios, respuestas sa-
tisfactorias, completas, ciertas. Desgraciadamente, no es-
tamos en este caso, y podemos preguntar si las numero-
sas divergencias y perpetuas dudas de estos j u r i consü l to s 
no tienen precisamente su causa pr imera en la falta que 
cometen, atr ibuyendo con ligereza a su discipl ina una i n -
dependencia que no tiene en realidad; y si no ye r ran el 
fín por haber descuidado desde el pr inc ip io el camino que 
solamente pod ía conducirles a é l . 
No bastan estas generalidades: examinemos m*s de 
cerca l a cues t ión considerando sucesivamente las opinio-
nes de los principales j u r i c o n s ü l t o s c o n t e m p o r á n e o s . 
4. E n Ing la te r ra y en A m é r i c a , las dos opiniones 
opuestas que sobre este punto existen, han encontrado de-
fensores. E n el campo de los que piensan que existe una 
a n a l o g í a de naturaleza entre el Derecho públ ico y Dere-
cho p r ivado , se puede contar Wheaton, (1) que hace de-
r i v a r el pr inc ip io de la t e r r i t o r i a l i dad de las leyes de la 
independencia respectiva d§ las naciones y rechaza toda 
l im i t ac ión que pueda intentarse l l eva r a este pr inc ip io ; se 
(1) Wheaton.—Elements t . I pp. 101 y s ig . 
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puede contar t a m b i é n a W h a r t o n (1), el cual , dice, for-
malmente, que el derecho privado internacional constitu-
ye una parte del Derecho" de gentes. Por el contrar io , 
West lake, •,2) e n s e ñ a en t é r m i n o s afirmativos t a m b i é n , 
que, en el campo general de las leyes humanas el lugar 
del Derecho internacional pr ivado debe ser hecho en la d i 
v is ión consagrada a la ley nacional . E l gran jurisconsul-
to Ph i l l imore (3) emite doctr ina bastante dudosa pero que 
se inc l ina m á s bien del lado de la s e p a r a c i ó n de estos dos 
ó rdenes de ciencia. L a r a z ó n que le determina, es, que el 
derecho de gentes engendra verdaderos deberes, exig i -
bles y susceptibles de s a n c i ó n mientras que el cumpl i -
miento de las obligaciones que der ivan del Derecho i n -
ternacional pr ivado, se abandona a l a simple c o r t e s í a . 
Reconoce, no obstante, que en este dominio se encuentran 
ciertos derechos elementales que deben considerarse co-
mo formando parte del derecho de gentes. E l m á s fo rmal 
y el m á s ardiente en el sentido de la d i s t inc ión , es cierta 
mente Har r i son . No solamente no admite que se puedan 
reuni r en una doctr ina ú n i c a dos disciplinas tan diferen-
tes, sino que se admira de que se haya propuesto la idea 
de hacerlo, hasta ta l punto le parece que existe distancia 
entre el uno y el otro; aun m á s , para evi tar toda confu-
sión en este respecto, propone reservar la e x p r e s i ó n del 
Derecho internacional , sólo para el derecho de gentes, y 
bautiza, no se sabe a punto fijo por q u é , nuestra c'encia, 
con el nombre de Derecho in te rmunic ipa l (4). 
Los jurisconsultos ingleses d e b í a n ser, entre todos, los 
m á s inclinados a aprox imar a l Derecho c i v i l , el Derecho 
internacional p r ivado . Esto obedece a la idea que la ma-
(1) W h a r t o n . Conñ ic t s of laws, p. 5. 
(2) West lake. — P r í v a t e in ternat ional l aw , p. 4. 
(3) Ph i l l imore . - In te rna t iona l l a w , tom. I V , cap. í . 
(4) Harr i son . Journal du D r o i t í n t e r , p r i v . 1880, 
p á g . 533 y sig. 
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yor parte de ellos, entre los modernos a l menos, se for-
man de esta ciencia. 
Consideran a l Derecho in ternac ional p r ivado , como 
una parte de la l eg i s lac ión nacional, de la common l aw, 
adquiriendo su fuerza obl igator ia de los actos que han 
consagrado los principios o con m á s frecuencia de la au-
tor idad de la jur isprudencia que impl í c i tamente los ha 
aceptado (1). E l Derecho internacional pr ivado tiene de-
recho de c i u d a d a n í a en Ing la te r ra , donde se le considera 
no como doctr ina dist inta y separada, sino como parte 
integrante de la ley inglesa. E x p l í c a s e por esto la tenden-
cia que deben experimentar dichos jurisconsultos a colo-
car en la misma linea, la ley pr ivada nac ional y la ley 
p r ivada in ternacional . 
6 En Alemania no se da, a l parecer, a esta cues t ión 
toda la impor tancia que tiene y causa verdadera admira-
ción ver que sabios de pr imer orden la t ra tan de manera 
superficial. Así de Wachter (2) hace notar que las gran 
des leyes del Derecho in ternac ional públ ico deben ser to-
madas en cons ide rac ión , y a por el legislador a quien 
incumbe dictar reglas concernientes a l conflicto de le-
yes, y a t a m b i é n por los d i p l o m á t i c o s encargados de pre-
parar los tratados re la t ivos a este objeto; pero no admite 
que tengan importancia para el juez encargado de zanjar 
un conflicto y prefiere que és te haga una i n t e r p r e t a c i ó n 
adiv ina tor ia de su ley nacional o una a p l i c a c i ó n incom-
prensible de esta misma ley. 
E l i lustre Savigny es m á s superficial a ú n , sobre este 
punto. L a a p r o x i m a c i ó n y coo rd inac ión de las dos partes 
del Derecho internacional le parecen justas en pr inc ip io ; 
pero a l a vez, impropia para cont r ibu i r o solucionar l a 
(1) V é a s e p . e j . , la op in ión del juez Scott en D a l r y m -
ple (Westlake p á g . 64). 
(2) A r c h i v . Grür civi l is t ische Praxis t . x x i v . pp. 240 
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cues t ión (1). A l contrario., desde el punto de vis ta de la 
s o b e r a n í a , le parece que debe llegarse, a ejemplo de los 
romanos, a proclamar la infer ior idad de los extranjeros 
con re lac ión a los nacionales, y que, en todo caso, no se 
l l e g a r á a nada tocante a la cues t ión de la so luc ión de los 
conflictos de leyes. 
Este ju ic io no debe admirar , toda vez que lo emite un 
jur iconsul to , cuyo m é t o d o cons is t ía en l igar a un estudio 
de derecho romano, la t e o r í a del efecto de las leyes en el 
espacio y cuyo ín t imo pensamiento era, que la naturale-
za misma de cada r e l a c i ó n de derecho, determina el a l -
cance internacional de las leyes que a ella se refieren. 
L l e v ó a Savigny a presentar el Derecho internacional 
privado como el resultado de un acuerdo amigable entre 
los Estados soberanos, acuerdo en el cual se debe ver el 
efecto, no de una pura benevolencia, sino del desenvolvi-
miento propio del Derecho; p ropos i c ión e x t r a ñ a si no es 
contradictor ia . 
De Bar, a penas desflora la cues t ión (2). Confiesa que 
no tiene nada que objetar contra la u n i ó n del Derecho i n -
ternacional pr ivado a l derecho de gentes (gegen eine Ver-
b indurg des Tnternationalen Pr iva t rechts m i t dem Vól-
kerrechte ist p r inc ip ien nichts einzuwenden) y aun m á s 
que existen ciertas materias como la nacionalidad o la 
ex t ra te r r i to r i a l idad , que son comunes a estas dos discipli-
nas. Sin embargo^ d suade esta unión por motivos pura-
mente externos, porque no p e r m i t í a dar a l Derecho p r iva -
do todo el desenvolvimiento que merece y porque difícil-
mente se e n c o n t r a r í a n hombres con un caudal de conoci-
mientos su í ic ien tes para t r a t a r competentemente las dos 
materias. 
(1) T r a i t é de droi t romain t r a d Guenoux pp. 27 y 
siguientes. 
(2) Theorie und Praxis des internationalen P r iva -
trechts t I . p á g , 10. 
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Antes de ellos, un jurisconsulto muy conocido, K l ú -
ber (1) no dudaba en hacer entrar el Derecho pr ivado en 
el Derecho de gentes, y m á s tarde Heffter, cuya op in ión 
no ha sido bastante apreciada, s e g ü n nuestro parecer, 
presentaba el Derecho internacional pr ivado como una 
l imi tac ón no a rb i t r a r i a , sino na tura l y necesaria, ira-
puesta a la independencia de los Estados (2) Ya insis t i -
remos sobre esta exp l i cac ión que nos parece de todas las 
opiniones emitidas la que m á s se acerca a la verdad. A l 
nombre de Heffter, se puede uni r el de F . de Martens (3), 
que parece profesar las mismas ideas, pero que las expre-
sa bajp una forma menos neta, haciendo entrar nuestra 
discipl ina en lo que él l l ama a d m i n i s t r a c i ó n interna-
cional . 
E l representante m á s eminente de la ciencia alemana 
actual , de Holtzendorff (4), emite a este p ropós i to una 
doctr ina bastante compleja, es verdad, pero que por lo 
menos tiene el m é r i t o de haber sido muy seriamente es-
tudiada. Entre el Derecho internacional públ ico y el De-
recho in ternacional pr ivado, aprecia dicho autor cierto 
n ú m e r o de diferencias y t a m b i é n de semejanzas, y parece 
inclinarse a la doctr ina de Ph i l l imore , anteriormente ex-
puesta, que coloca el Derecho internacional p r ivado , par-
te en el Derecho de gentes y parte en el Derecho c i v i l . 
De l conjunto de las ideas que expresa, sobresale, en su-
ma esta impres ión : que el Derecho pr ivado tiende mucho 
m á s a l Derecho de gentes que a l Derecho c i v i l . 
Finalmente, entre ios autores c o n t e m p o r á n e o s , se 
(1) K l ü b e r D r o i t des gens moderne de 1' Europe t r ad 
Ot t . §§ 64. 65. 
(2) Heffter. D r o i t in te rna t iona l §§ 44 ed Bergson 
pp. 83 y sig. 
(3) Martens (de) T r a i t é de D r o i t In te rna t iona l t . I I 
pp. 391 y sig. 
(4) Holtzendorff (de) Handbuch des V o l k e r r f c h t s , 
t. I , § 16. 
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puede c i tar a Me i l i (1), que a su parecer debe establecer-
se una d i s t inc ión completa entre el Derecho interna cional 
púb l i co y el Derecho internacional pr ivado; y Kloppe l , 
que piensa a l contrar io , como nosotros, que toda cues t ión 
de conflictos evoca una cues t ión (Je relaciones de los Es-
tados entre sí : una cues t ión de Derecho internacional pú-
bl ico. L a s e p a r a c i ó n , como se ve, no e- hoy menor que 
lo era antes (2). 
6. En Holanda, Asser (3) que comienza su obra, pre-
g u n t á n d o s e si el Derecho penal internacional pertenece 
a l Derecho internacional púb l i co o pr ivado, parece con-
ceder importancia a esta d is t inc ión , pero no dice nada 
m á s Recientemente J i t ta (4) e sp í r i t u ingenioso y rerso 
n a l í s i m o ha consagrado a esta cues t ión un p á r r a f o de su 
tratado sobre el m é t o d o . La op in ión que adopta tocante 
a las relaciones existentes entre las dos ramas de nuestra 
ciencia, ^uede resumirse as í : el Derecho internacional 
pr ivado toma del Derecho de gentes un pr inc ip io obliga-
tor io ; gracias a é l , la ley extranjera forma parte en cier-
ta m e á i d a , del Derecho posit ivo de cada Estado; es a ú n 
el derecho de gentes el que da a l derecho internacional 
pr ivado , la forma que sus reglas d e b e r á n revest i r para 
l legar a ser el Derecho pr ivado posit ivo de la humanidad. 
Pero el Derecho de gentes no es quien pueda indicar en 
q u é medida las leyes extranjeras s e r á n aplicables a la 
so luc ión de cada conflicto; en otros t é r m i n o s , no es él 
quien ha de establecer las reglas del Derecho internacio-
nal p r ivado . Para M . J i t t a , el Derecho internacional p r i -
(1) Mei l i . - - -Zei tschr i f t für in t . P r i v a t und Strafrecht, 
B . 1 , H . 1, S. e u . fb. 
(2) De K l ó p p e l . — D i e leitenden Grundsatze der inter-
nat ionalem Pr iva t rechts en la Zeitschrif t für interna-
t ionalem P r i v a t und Strafrechts, p á g . 40 y s. 
(3) Asser et Rivier .—Elements p. 1 y sigs. 
(4) J i t t a . —La mothode de dro i t infernat ional p r i v é 
cap. 1 , § 6. 
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vado forma parte del Derecho pr ivado nacional; no hay 
entre ellos diferencia fundamental sino solamente una 
cues t ión de puntos de vista , cada r e l ac ión de derecho 
s e r á nacional, en tanto que sufre la ap l i cac ión de leyes 
nacionales e internacional en cuanto cae bajo la aplica-
ción de leyes extranjeras. 
1 : Los jurisconsultos italianos que gozan en nuestra 
materia de r e p u t a c i ó n bien merecida, parecen inclinarse 
todos hacia la idea d i asociar, en pr inc ip io a l menos, el 
Derecho internacional pr ivado y el Derecho internacio-
nal púb l i co . 
Y a Rocco (1), aun siendo uno de los ú l t i m o s repre-
sentantes convencidos de la t eo r í a de los estatutos, dice 
en alguna parte que esta doctr ina no pertenece exclu-
sivamente n i a l Derecho c i v i l n i a l Derecho de gentes, 
y debe consistir en una justa c o m b i n a c i ó n de los p r i nc i -
pios respectivos del uno y del otro D e s p u é s de é l , el cé-
lebre Vlancini (2) pa I r é de la actual doctr ina i t a l i ana , y 
uno de los promotores m á s ardientes del progreso dé 
nuestra doc t r in i se expresa sobre este punto con una cla-
r idad que no deja nada que desear. E l orden de las cues-
tiones, que él coloca como constituyendo el objeto del 
conjunto do la ciencia es no t ab i l í s imo a este respecto. 
Su p rec i s ión , su oportunidad, su c o o r d i n a c i ó n , se impo-
nen, y estas cuestiones, se o b s e r v a r á que son cuestiones 
de Derecho de gentes. Se refieren abiertamente a las re-
laciones de los Estados entre s í , y demuestran que en el 
e sp í r i t u de este jurisconsulto, hombre de Estado, el Dere 
cho de gentes era la fuente ú n i c a de los pr incipios del 
Derecho internacional pr ivado. Sin duda, de este punto, 
(1) Rocco.—Trattato d i d i r i t t o c iv i l e internazionale, 
prefaz, p á g . 8. 
(2) Mancin i . - D e 1' u t i l i t é de rendre obligatoires pour 
les Etats les regles generales du dro i t in te rna t iona l p r i -
v é . Journal de D . I n . Pr. 1874 pp. 221 y 285. 
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de par t ida , Mancin i no ha sabido deducir las consecuen-
cias tan bien establecidas y luminosas como lo era t u p r i -
mer pr inc ip io : elogia, con r a z ó n , y recomienda v ivamen-
te el m é t o d o filosófico: desgraciadamente él no lo u t i l izó 
bastante. D e s p u é s de haber circunscri to (1) el debate a 
¡as relaciones de las naciones entre sí se aoresura a salir 
del c í r cu lo que se h a b í a trazado él mismo, para conside-
rar la influencia nacional e in ternacional de la l ibe r t ad 
ind iv idua l y hacer de esta influencia el eje de su sistema. 
Pero no ha pensado que entre los Estados, los derechos 
individuales no tienen m á s fuerza que la que toman de la 
autoridad del Estado, bajo cuya controle se ejercen, que 
la l iber tad i n d i v i d u a l , que en el in te r io r del Estado no 
puede ejercitarse m á s que mediante una p e r m i s i ó n de la 
ley , no p o d r í a con mayor r a z ó n tener fu -rza propia fren-
te a la autoridad de un Estado extranjero. Pero no insis-
tamos sobre estas c r í t i ca s . Mancin i ha encontrado en su 
misma Patr ia el mejor refutador de sus t e o r í a s : e s t á per-
mi t ido no aceptarlas; pero no se puede menos de admi ra r 
el e sp í r i t u ingenioso y potente que las ha producido. 
Pasquale Flore (2), dice m u y bien, que todo conflicto 
de leyes impl ica un conflicto de s o b e r a n í a s , y que el De-
recho internacional pr ivado tiene n u m e r o s í s i m a s afinida-
des con el Derecho públ ico . T a m b i é n le ha faltado exami-
nar suficientemente el pr inc ip io que h a b í a sentado. Las 
reglas generales que de él deduce son h i p o t é t i c a s , ad iv i -
natorias; pero aun no consti tuyen una t e o r í a só l ida de 
Derecho in ternacional pr ivado. 
Citemos, en fin, entre los autores italianos contempo-
r á n e o s a M . Gr. Fusinato (3) que coloca finísimamente 
como objetivo el Derecho internaciona1, la conc i l i ac ión 
(1) I d e m . — P á g s . 291 y siga. 
(2) P. Flore — D r o i t In ternat ional p r i v é , c. I , p . 7. 
(3) Fusinato (Guido) — I I p r inc ip io della scuola i ta l ia -
na; p á g s . 10 y sigs. 
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entre los intereses separados de cada sociedad par t icu la r 
y los intereses de la comunidad universal , y reconoce 
i m p l í c i t a m e n t e , por tanto, qu^ nuestra materia se refiere 
a las relaciones de los Estados y no a las de los par t icu-
lares. 
En resumen: puede decirse que toda la escuela i t a l i a -
na considera el Derecho internacional pr ivado como una 
rama de las r e l a c i ó n s de las naciones, una parte del De-
recho internacional púb l i co . 
8. Entre los jurisconsultos franceses (o m á s exacta-
mente de lengua francesa), se vuelve a encontrar y se 
acusa la misma diversidad de opiniones a que hemos he 
cho a lus ión a l comienzo de este estudio. A d e m á s , reina 
frecuentemente en sus obras una especie de indetermina-
ción sobre este punto, y hay casos en los que es difícil 
juzgar s e g ú n una obra del sentimiento del autor. Esta 
indec i s ión no reina entre todos, es verdad. Así F é l i x (1), 
dice claramente que «el pr inc ip io de la a p l i c a c i ó n de 
las leyes extranjeras en el t e r r i t o r i o de una n a c i ó n per-
tenece, no á l Derecho pr ivado, sino al Derecho de 
gentes » Hace suya, a este p ropós i t o , la doctr ina del j u -
risconsulto Huber, que c i ta ; y su anotador M . Deman-
geat, par t ic ipa de su o p i n i ó n . Este modo de pensar pare-
ce ser, por lo d e m á s , el de la mayor parte de nuestros 
compatriotas. Lauren t (2). presenta el Derecho interna-
cional pr ivado como una rama del Derecho internacional 
púb l i co ; pero, perdido en la char la , que le es f ami l i a r , no 
da de su op in ión m á s que la r a z ó n siguiente: que el Dere-
cho internacional pr ivado debe ser una ciencia uniforme 
y general; lo cual no p o d r í a o u r r i r si no consti tuyera m á s 
que una parte del Derecho c i v i l de cada pueblo. E l s e ñ o r 
(1) F é l i x . - - T r a i t é de D r o i t in te rna t iona l p r i v é ; ed De-
mangeat; t . i ¡ p . 27. 
(2) L a u r e n t . — D r o i t c i v i l in te rna t iona l , t . I , pp. 9 y 
siguientes. 
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L a i n é (1) defiende mucho m á s h á b i l m e n t e la misma cau-
sa. Tiene suficiente cuidado (y aun t a l vez excesivo) de la 
distancia que separa nuestra ciencia del Derecho de gen-
tes, y , a l mismo tiempo, hace ver claramente que los 
problemas de Derecho internacional p r ivado , conciernen 
las relaciones de los Estados entre sí y just if ican la deno-
m i n a c i ó n c o m ú n m e n t e dada a nuestra cie^ cia. En resu-
men: a sus ojos, el Derecho internacional pr ivado es 
realmente internacional ; pero tiene una fisonomía dife-
rente de la del Derecho de gentes y merece ocupar un l u -
gar especial en el orden de las ciencias j u r í d i c a s . Estas 
ideas son igualmente las de los s e ñ o r e s Weis y Despag-
net (2) . A l par t ido opuesto pertenecen los s e ñ o r e s Re-
naul t , Charles Brocher, Survi l le et A r t h u y s (3). A l menos 
estos autores no deciden expresamente que no haya 
nada de c o m ú n entre estas dos ramas de la ciencia: se 
l i m i t a n a notar las diferencias que^ s e g ú n el!os, las sepa-
ran , y no indican nunca que sean de una misma natu-
raleza (4). 
(1) I n t r o d u c t i ó n a 1' etude du D r o i t in ternat ional p r i -
v é ; t . I , pp. 3 y sig. 
(2) W e i s s . — T r a i t é elementaire. I n t r o d . ; pp. 32 y s.— 
Despagnet. Precis. p á g s . 2 y sigs. - I d e m . D e l ' enseigne-
ment du D . in t . p r i v . en France. Journal D . i n p . 1890, 
p á g . 790. — 
(8) Renault. —In t rod . a 1' etude du D r o i t in te rna t iona l 
pp. 26 y sig. 
Brocher. —Cours de D r o i t in terna t ional p r i v é , t . I , 
p á g . 22. 
Asser et R iv ie r . - P á g . 4. 
Survi l le et A r t h u y s . —Cours elementaire; p . 7. 
(4) Los jurisconsultos e s p a ñ o l e s — c o n raras excepcio-
nes de que me h a r é cargo enseguida no suelen t r a ta r la 
cues t ión de las relaciones entre el Derecho in ternacional 
púb l i co y el Derecho internacional pr ivado con e l dete-
nimiento que su importancia requiere, pasando por ella 
como por sobre ascuas (al igua l que sus colegas del ex-
tranjero) , sin adver t i r lo que significa para nuestra cien-
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De la lectura de las obras que acabamos de c i ta r , se 
obtiene la i m p r e s i ó n de que sus autores no han compren-
dido la importancia real de esta c u e s t i ó n . L a mayor par-
te de ellos la han considerado m á s bien como un objeto 
de curiosidad, que como un punto cuyo pleno conocimien-
to es esencial para la intel igencia del sujeto y para esta-
blecer un buen m é t o d o de estudio. U n hecho, entre mu-
ela. Hay quien, desde el punto de vis ta del Derecho 
posit ivo, considera a l Derecho internacional pr ivado de-
pendiendo del p ú b l i c o ; pero concibe, no obstante, la 
«ex i s t enc i a de un sistema de reglas cient íf icas para resol-
ver los conflictos de leyes o para armonizar los derechos 
del indiv iduo con los del Estado, independientemente del 
Derecho in ternacional púb l i co , en el sentido de, que po-
demos formarlo teniendo a la vista ún i ca y exclusiva-
mente la naturaleza de las relaciones j u r í d i c a s individua-
les y la posibil idad y just icia de que se apliquen a sus 
elementos varios, los principios de diversas legislacio-
nes .» (Gestóse y Acosta. Curso elemental de Derecho in -
ternacional p r ivado . Valencia , 1900; p^gs. 28 y sigs.) 
Torres Campos. (Elementos de Derecho internacional 
pr ivado; 3.a ed ic ión . Madr id , 1906; p á g s 22 y sigs.), ve 
en la s o b e r a n í a de los Estados la base c o m ú n de las dos 
disciplinas, por cuya « razón é s t a s , dan lugar a una sola 
ciencia, bien que d iv id ida por lo que toca a la esfera de 
a c c i ó n a que cada una de sus partes se e x t i e n d e . » 
Junto a la i nd i cac ión que precede, y a otra , t a m b i é n 
m u y somera respecto a la t eo r í a de la d i spers ión de los 
elementos de las relaciones j u r í d i c a s objeto de la ciencia 
que nos ocupa, expuesta de modo admiiable en 1888 y 
1896 por el s e ñ o r F . Pr ida . aparece la tan calificada dis-
t i nc ión entre el Derecho in ternacional púb l i co y el p r i -
vado, por r a z ó n del sujeto y de la r e l a c i ó n j u r í d i c a . A 
estas diferencias, a ñ a d e el s e ñ o r Conde y Luque (Derecho 
internacional pr ivado. Madr id , 1910, t I , p á g s . 66 y si-
guientes) otras tres, por la regla j u r í d i c a obl igator ia , por 
e l T r ibuna l y por l a s a n c i ó n que, t a l vez, en ú l t i m o a n á -
lisis no sean ot ra cosa que una p a r á f r a s i s d é l a s decanta-
das lagunas del Derecho in ternacional p ú b l i c o , que, por 
fortuna, hoy no existen. 
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chos, c o n f i r m a r á nuestra o b s e r v a c i ó n . L a m a y o r í a de loa 
jurisconsultos que reconocen la existencia de un paren-
tesco estrecho entre las dos ciencias, discuten laboriosa-
mente sobre si el Derecho penal internacional entra en 
el Derecho púb l i co o en el Derecho pr ivado. ¿A q u é esta 
cues t ión , si hay identidad de naturaleza entre las dos 
ciencias? Se percibe inmediatamente que és t a s no p o d r á n , 
E l s e ñ o r A z c á r a t e en su i n t e r e s a n t í s i m a In t roducc ión 
a l Ensayo sobre el Derecho de gentes, por d o ñ a Concep-
ción Arena l (Madr id , 1879), después de demostrar, tras 
atento aná l i s i s de varios problemas, incluso del ú l t ima-
mente aludido, que no sólo es posible el Derecho deger -
tes posi t ivo, sino que es una real idad v i v a , observa, que 
en toda cues t ión de Derecho internacional pr ivado «lejos 
de fal tar un Derecho positivo, hay varios que se dispu-
tan la competencia para reg i r la r e l a c i ó n ju r íd i ca en 
cues t ión» , cosa bien d 'st inta de lo que ocurre, como es 
notor io , con el Derecho internacional púb l ico . Esta nota, 
con tanta exact i tud formulada, sugiere inmediatamente 
otra que esboza con l í n e a s precisas el s e ñ o r A z c á r a t e : 
todo contacto de leyes lo es m á s bien de s o b e r a n í a s . L a 
r e l a c i ó n entre las dos ciencias se descubre sin m á s expl i -
c a c i ó n . 
E l s e ñ o r F e r n á n d e z Pr ida (Fundamentos del Derecho 
internacional p r ivado , 1888; Derecho internacional p r i v a -
do, Va l l ado l id , 1896; Estudios de Derecho internacional 
públ ico y pr ivado, Madr id , 1901); concibe a l Derecho i n -
ternacional p r ivado , como una modalidad susceptible de 
darse en toda cuestión j u r í d i c a , y que no se da necesaria-
mente en ninguna, en lo cual se separa bastante del s eño r 
P i l l e t , que intenta exc lu i r del dominio de aquella ciencia 
todo asunto de c a r á c t e r p ú b l i c o . Para l legar a esta con-
c lus ión , fué preciso a l profesor e spaño l , estudiar el va lor 
g ramat ica l y e tmológ ico de la frase « D e r e c h o internacio-
na l p r i v a d o » , la s ignif lcacióu que en el lenguaje usual se 
le a t r ibuye y el sentido en que la ciencia la emplea, de 
cuya labor obtiene tres notas, que tienden a fijar la na-
turaleza de la ciencia que nos ocupa: 1 a Que es é s t a un 
cierto sistema de reglas y de relaciones j u r í d i c a s . 2.a Que 
los elementos que consti tuyen estas ú l t i m a s e s t á n disper-
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sobre una misma dif icultad, profesar m á s que principios 
parecidos, y desde entonces, la co locac ión del Derecho 
penal en una rama o en ia otra , es cosa indiferente, que 
no presenta m á s que un i n t e r é s exter ior e insignifican-
te. Esta indiferencia general e injustificada es la r a z ó n 
que nos ha hecho emprender este estudio. La cues t ión 
es grave y delicada; exige que se la examine muy de 
sos en la esfera de acc ión de varias legislaciones, y 3." 
Semejante d i spe r s ión exije se decida c u á l es la ley com-
petente para regularlas. 
No puedo permi t i rme seguir la d i s e r t ac ión del s e ñ o r 
Prida; es suficiente a nuestro objeto, hacer constar, que 
de esas verdades, el autor deduce l ó g i c a m e n t e : 1.° Que 
siempre que una cues t ión de derecho in ter ior , cuyos ele-
mentos, a l estar dispersos, pone en contacto dos o m á s 
comunidades po l í t i cas independientes, puede transfor-
marse en internacional , incluso las penales. "2.° Que el 
asunto del Derecho internaciona1 pr ivado no e s t á consti-
tuido tan sólo por la competencia de legislaciones, pues 
siendo la ley e x p r e s i ó n de la s o b e r a n í a , y como la acc ión 
de és ta puede manifestarse lo mismo en la esfera legisla-
t i v a que en la ejecutiva o j ud i c i a l , de igual modo se plan-
tea y resuelve el problema, pues és te es siempre funda-
mentalmente el mismo, y siempre se en -amina a deter-
minar la sobe ran ía (ley o jur i sd icc ión) a que debe estar 
sometida una r e l a c i ó n de Derecho. 
Por consiguiente, y a pesar de las diferencias que el 
autor a que nos venimos refiriendo, s e ñ a l a entre el Dere-
cho internacional púb l i co y el Derecho internacional p r i -
vado (por las instituciones o problemas a que se refieren; 
novedad de las reglas del pr imero, procedimiento de dis 
cus ión y r e so luc ión de las cuestiones de cada uno, etc ) , 
m á s a c é p t a b l e s y exactas, t a l vez, que las antes indica-
das; para el s e ñ o r F e r n á n d e z Prida. en toda cues t ión de 
Derecho internacional pr ivado, hay una cues t ión de so-
b e r a n í a que, como dice el s eño r Pi l le t , es la c a r a c t e r í s t i -
ca de los problemas de nuestra ciencia y la que les da 
fisonomía par t icu lar . . . . ¿qué ley debe aplicarse? ¿Y no 
pertenece el conocimiento de aquella cues t i ón a l Derecho 
internacional p ú b l i c o ? — ( N . del 1.) 
- 26 -
cerca: t a l vez mejor t ra tada y m á s seguramente resuelta 
p e r m i t i r á dar sobre el conjunto de la ciencia apreciacio-
nes interesantes y nuevas. 
10. Decimos, desde ahora, que nos parece tienen ra-
zón los que consideran el Derecho internacional pr ivado 
como una rama del Derecho in t e rnado a l púb l ico . Su 
pr inc ip io es justo y a él nos adherimos. Pero antes de 
exponer las razones que determinan esta a d h e s i ó n , debe-
mos apresurarnos a decir, que su a r g u m e n t a c i ó n es ve r 
daderamente viciosa y buena para comprometer la causa 
en favor de la cual se emplea. 
11 . E n una materia puramente cient íf ica y rac iona l 
como esta, el m é r i t o de una t e o r í a no consiste en caer por 
una especie de a d i v i n a c i ó n sobre un pr inc ip io justo, sino 
en hacer aparecer la verdad a los ojos de todos, asentar-
la sobre bases que sean suficientemente só l idas para 
desafiar toda d iscus ión y pueda servir de punto de p a r t i -
da a toda una ^erie de deducciones irreprochables teór i -
camente y de una importancia p r á c t i c a incontestada. 
Esto es lo que no han hecho los autores aludidos. Los 
m á s antiguos de ellos, razonan as í : Consecuencia de los 
principios del Derecho de gentes, la s o b e r a n í a de cada 
Estado sobre sus dominios, es absoluta; impl ica una ap l i -
cac ión exclusiva de las leyes del Estado a todos los inte-
reses j u r í d i cos que caen de hecho bajo su poder. Por con-
siguiente, t a m b i é n la ap l i cac ión de leyes extranjeras es 
una in f racc ión a la s o b e r a n í a del Estado e interesa en 
este sentido a l derecho de gentes E l Derecho internacio-
na l pr ivado en esta doctr ina forma parte del Derecho de 
gentes, como el c r imen forma parte de la l eg i s l ac ión re-
presiva destinada a prevenir le . E l Derecho de gentes 
afirma la s o b e r a n í a exclusiva del Estado; el Derecho i n -
ternacional pr ivado la contradice. ¿Cuál es el punto fuer-
te y c u á l el punto débi l de esta doctrina? No tenemos 
por q u é pi^eocuparnos de ello a q u í . Observemos que el sis-
tema de la comitas es la ú n i c a consecuencia lógica que 
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puede tener, y que de esa manera, no incluye en el De-
recho de gentes el Derecho internacional pr ivado, m á s 
que para l legar inmediatamente a la n e g a c i ó n de su exis-
tencia como derecho. 
12. Los autores modernos, no siendo part idarios del 
radicalismo antiguo, han abandonado t a m b i é n esta ma-
nera de razonar. Dicen, que ref i r iéndose nuestra ciencia 
a intereses privados que por sí mismos se unen de alguna 
manera a varias naciones diferentes, generalmente a i n 
tereses de personas pertenecientes a nacionalidades d i -
versas, es un Derecho verdaderamente internacional . De-
una parte se refiere el asunto a intereses púb l i cos , de 
otra , a intereses privados; pero en una y otra, e s t á en 
juego una cues t ión in ternac ional , y esto basta para de-
mostrar la semejanza de naturaleza de estas dos discipl i -
na. Estas miras son muy ligeras y en todo caso no guar-
dan p r o p o r c i ó n con la consecuencia que se pretende ob-
tener de ellas No prueban de ninguna manera que las 
cuestiones que estudiamos interesan realmente a varias 
naciones. No basta, en efecto, hacer ver que una misma 
cues t ión puede por diversos lados referirse a varios p a í -
ses, es preciso establecer que es digna de i n t e r é s por 
cada uno de ellos. Menos a ú n prueban—dichas t e o r í a s 
que los Estados tengan ciertas obligaciones r e c í p r o c a s 
en el dominio del Derecho internacional p r ivado y sin 
embargo mientras no se haga esta d e m o s t r a c i ó n , no se 
e s t a b l e c e r á n las relaciones del Derecho púb l ico con el 
Derecho pr ivado, porque el Derecho in ternacional púb l i -
co no es m á s que el conjunto de las obligaciones mutuas 
de los Estados. Esta e x p l i c a c i ó n es, pues tan insignifi-
cante, a l menos, como la precedente. 
U n tercer par t ido, en fin, m á s prudente deja sospe 
char, m á s bien que demostrarlo, que el simple conflicto 
de leyes de orden pr ivado puede ser para los Estados el 
pr inc ip io de un i n t e r é s serio y objeto de obligaciones i n -
ternacionales. Estos jurisconsultos han tenido el gran m é -
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r i to de no p a g á r s e l a malas razones, y de buscar la solu-
ción del problema en el ún i co terreno donde se puede es-
perar encontrar la , en el terreno de los intereses y de los 
derechos r e c í p r o c o s de las naciones. Desgraciadamente 
su t e o r í a ha permanecido en el estado de simple bosque-
jo Han esparcido a q u í y a l l á notas justas pero no am-
pl ia ron suficientemente sus investigaciones, les fal tó ha-
berlas coordenado y sistematizado; no han obtenido casi 
n i n g ú n provecho, en cuanto a l m é t o d o , de sus estudios. (1) 
(1) Hacemos a l u s i ó n a ciertas doctrinas que con bas-
tante just ic ia pueden llamarse de t r a n s i c i ó n en cuanto 
que en el Derecho internacional pr ivado, dejan lugar a l 
mismo tiempo al Derecho púb l i co y a l Derecho pr ivado. 
T a l es la de Ph i i l imore : «Siendo admitidos (los extranje-
ros) a entrar en un t e r r i to r io del que no son naturales, 
tienen perfecto derecho, mientras permanezcan en él , a 
que se les ponga a l abrigo de toda in ju r i a ; los abusos co-
metidos contra ellos, ya por positivas vejaciones, ya por 
d e n e g a c i ó n d j jus t ic ia , pueden, y aun deben de ser ven-
gados por ef Estado del que son miembros. Y en t a l caso^ 
una repulsa de r e p a r a c i ó n , seria causa justif icada de gue-
r r a . Si por un largo uso y costumbre han sido admitidos 
a gozar de ciertos derechos, y de estos, aunque origina-
riamente fruto de l ib re conces ión , són violenta y repen-
tinamente y sin prudente not i f icación despose ídos , se les' 
causa una in ju r i a , de la cual , su propio Estado debe ob-
tener r e p a r a c i ó n y la denegac ión de é s t a , justifica las re-
presalias ó Ja guerra conforme a Jas exigencias del caso. 
Pero aqu í te rmina la estrecha ju r i sd i c ión del Derecho 
internacional y empieza el basto dominio del Comi t é i n -
ternacional , e t c . » , ( t . I V , p á g . 2 y 5). Las ideas de H o l -
zendorff, son igualmente notables (Handb der Vollcer, 1.1, 
p á g i n a s 65 y siguientes). Comprende en el Derecho de 
gentes, la nacionalidad y la cond ic ión de los extranjeros, 
y en Derecho c i v i l , lo que él l l ama reglas materiales del 
Derecho internacional privado.Comprueba que, por otros 
aspectos, nuestra discipl ina toca a l Derecho internacio-
na l púb l i co , y , por ú l t i m o , declara que una misma rela-
c ión j u r í d i c a internacional , puede presentar para el juez 
un aspecto pr ivado , y para el Estado, nn aspecto públ i -
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En real idad, pues, el estudio de las relaciones de los 
dos derechos internacionales, e s t á por hacer. L a lógica 
exige que antes de emprenderlo se examinen las razones 
que presentan los que pretenden que estas relaciones no 
existen. 
] 3. Encontramos a q u í un curioso ejemplo de la acc ión 
que puede ejercer en mater ia c ien ' í f i ca el e sp í r i tu de i m i -
t ac ión , esta especie de laisser al ler , que hace que sobre 
muchos puntos se prefiera adoptar en bloque la opini ' n 
ajena, cuando parece clara y bien formulada, que fiarse a 
su propio e s p í r i t u de i n v e s t i g a c i ó n . 
Se han dado en todo tiempo, puede decirse, las tres d i -
ferencias siguientes, como separando el Derecho interna 
cional púb l i co del Derecho internacional pr ivado: 
1.a E l Derecho internacional p ú b ico tiene por objeto 
las relaciones de los Estados entre sí; el Derecho interna-
cional pr ivado las relaciones de simples part iculares, 
cuando se encuentran por alguna, circunstancia unidos a 
varios pa í se s diferentes. E l uno se ocupa de cuestiones 
elevadas y generales, considera exclusivamente los dere 
chos y deberes de los pueblos organizados en Estados; el 
otro, m á s modesto, no hace referencia m á s que a los i n -
tereses par t iculares de las personas que deben sufrir su 
ap l i cac ión : la propiedad, los c r éd i to s , los derechos de fa-
mi l i a , de te rminan su campo de a c c i ó n . Hay , pues, como 
co. Ideas estas m u y p r ó x i m a s de las que nosotros desen-
volveremos. De todos los autores, el que mejores cosas 
ha dicho, sobre este punto, es ciertamente, Heffter. Se 
opone a l abuso que se hace de la t e r r i to r i a l idad del De-
recho y escribe esta frase notable: «El Estado que quisie-
ra negar l a autoridad de un Derecho c i v i l fuera del esta-
blecido por é l , n e g a r í a a l mismo tiempo 'a existencia de 
otros Estados y la r e c í p r o c a igualdad de sus de r echos» , 
e t c é t e r a . E n estas palabras se encuentra el germen de 
nuestra ciencia. (Heffter Geffcken, t r ad . Bergson, pág i -
na 90). 
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so ve, dos ó rdenes de relaciones perfectamente distintos, 
y no parece posible que una sola y misma doctr ina pue-
da convenir a uno y a otro. 
2. a El Derecho internacional púb l i co se presenta a 
nosotros como una especie de legis lación superior dictan-
do a los Estados sus derechos y deberes respectivos para 
todos los casos en que sus intereses púb l i cos se encuen-
t ren en conflicto, y destinado a evi tar , por el estableci-
miento de principios comunes de conducta, que estos con-
flictos no lleguen a her i r los derechos fundamentales 
de cada pueblo. E l Derecho internacional púb l i co es un 
verdadero d u e ñ o , él manda y prohibe, y un d ía , t a l vez 
sus ó r d e n e s y prohibiciones f o r m a r á n la mater ia de u n 
verdadero Código , que s e r á para las naciones lo que es 
un Código c i v i l para los part iculares pertenecientes a 
una misma n a c i ó n . E l Derecho pr ivado no tiene la mis-
ma apariencia, n i por lo que se ve, tampoco d e s e m p e ñ a 
el mismo papel. Su oficio parece menos mate r ia l y m á s 
exclusivamente cient íf ico. Directamente no manda n i 
prohibe naHa, se l i m i t a a comparar las legislaciones d i -
versas que se encuentran en conflicto o a l menos en opo-
s ic ión , y a indicar , previo examen, cuá l debe aplicarse, 
con exc lus ión de las otras, a la r e l a c i ó n objeto del l i t i -
gio (1), No es un general que manda, con la espada en 
al to, en medio de la pelea; es un t á c t i c o que en el fondo 
de su gabinete intenta combinar, lo m á s sabiamente po-
sible, las diversas unidades de que él tiene l a suprema 
d i r ecc ión . 
3. a E l Deivcho internacional púb l i co e s t á en cada 
pa í s por encima de la a c c i ó n legislat iva y por encima de 
(1) A l menos en la op in ión c o m ú n que no ve en el 
Derecho internacional pr ivado m á s que la ciencia de la 
so luc ión de los conflictos de ley .—-Excepc ión hecha de la 
op in ión de M . J i t t a , para quien la so luc ión de los conflic-
tos de leyes no s e r í a m á s que una p o r c i ó n de la labor del 
Derecho in ternacional p r ivado . 
#> 
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la censura jud ic ia l . J a m á s un legislador ha tenido la osa-
día de pretender fijarle en sus Códigos, y j a m á s un G-o-
bierno ha d e s d e ñ a d o su importancia hasta el punto de de-
legar en sus jueces el cuidado de zanjar los l i t ig ios , a los 
cuales debe servir de regla. E l Derecho de gentes se cier-
ne por encima de las legislaciones particulares y por en-
cima de los tribunales. A l contrar io , el Derecho interna-
cional pr ivado, entra en su acc ión respectiva. No tiene 
actualmente leg is lac ión escrita, no constituye el objeto 
de algunas disposiciones, y a diario nuestros jueces de 
todos los grados lo aplican a !os negocios que se presen-
tan ante ellos. 
Tales son las diferencias que se s e ñ a l a n ordinar ia-
mente entre las dos ramas del Derecho internacional y 
que determinan a muchos aurores a decidir que el Dere 
cho internacional pr ivado entra el Derecho pr ivado , 
mientras que otros, sin llegar a eso, deducen de ellas la 
independencia re la t iva que conviene, según ellos, dejar 
a esta rama par t icu lar de la ciencia. 
14. ¿Son fundadas estas diferencias? ¿Es cierto que 
entre el Derecho pr ivado y el Derecho púb l co existen 
puntos de s e p a r a c i ó n tales, que sea imposible refer i r es-
tas dos disciplinas a una sola y misma concepc ión? 
Dejemos a un lado por el momento la pr imera de las 
tres diferencias s e ñ a l a d a s . Es, sin duda, la mAs seria de 
todas, y su examen es t á tan í n t i m a m e n t e ligado a la cues-
tión de la verdadera naturaleza del Derecho internacio-
cional p r ivado , que es preciso aplazarla hasta el momen-
to en que tratemos de esta cues t ión . 
Las otras dos, por el contrar io , se prestan a una cr í -
t ica inmediata, y nada m á s fáci l que demostrar que no 
reposan sobre n i n g ú n fundamento serio 
Es fácil alegar que el contenido del Derecho interna-
cional pr ivado no se parece nada a l contenido del Dere-
cho internacional púb l i co : que el uno dicta reglas positi-
var , mientras que el otro se l i m i t a a referirse mediante 
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un n ú m e r o de reglas s i s t e m á t i c a m e n t e dispuestas, a leyes 
positivas que él no crea, que se circunscribe a tomar a 
legislaciones preexistentes. 
E n sí y exteriormente, esto constituye una gran dife-
rencia; pero, ¿es ta desemejanza aparente es indic io de 
una s e p a r a c i ó n cierta en la naturaleza de las dos disci-
plinas? Tanto menos puede esto sostenerse cuanto que 
existen otras explicaciones m á s simples y m á s ciertas de 
este fenómeno . Si el Derecho internacional púb l i co y el 
Derecho internacional pr ivado se presentan a nosotros 
con un contenido diferente, obedece simplemente a que las 
relaciones a que e s t á n ligados no son i d é n t i c a s . Se t r a t a , 
por una parte, de regular la conducta de las naciones; 
por otra parte, la de simples part iculares. L a una, la p r i -
mera, escapa a toda d e t e r m i n n c i ó n i n d i v i d u a l y nacio-
na l , ya porque cada Estado teme ligarse a una fó rmu la 
general que h a b r í a promulgado, cuando le interesa guar-
dar entera l iber tad de a c c i ó n , a fin de modelar en todos 
los casos su conducta s e g ú n las circunstancias, ya por-
que el hecho de hacer leyes por sí en una mater ia cuyo 
i n t e r é s in ternacional es evidente, p o d r í a e n t r a ñ a r para 
el autor de t a l leg is lac ión , inmediatas complicaciones i n -
ternacionales. Por el contrar io , es posibl , es necesario, 
dictar reglas concernientes a las relaciones entre simples 
part icuiares. Estas reglas no son como las precedentes 
puramente internacionales; con frecuencia se apl ican en-
t re ciudadanos de un mismo Estado y sólo accidental-
mente llegan a ser internacionales cuando dichas rela-
ciones de naturaleza puramente p r ivada , obtienen algu-
no de sus elementos del extranjero. En este ú l t i m o caso 
no s e r í a imposible susti tuir a las reglas ordinarias de De-
recho c i v i l o comercial una r e g l a m e n t a c i ó n diferente he-
cha sólo para el caso de conflictos de orden pr ivado, l a 
cual, s e r í a eminentemente in ternacional p r ivada , algo 
como un j u s gentium, leg i s lac ión ex t raord inar ia , ú n i c a 
que se s u p e r p o n d r í a en todos los pa í se s a la l eg i s l ac ión 
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ordinar ia y no se a p l i c a r í a en ellos mAs que a las relacio-
nes pr ivadas mantenidas por el ciudadano con el extran-
jero. T a l Derecho internacional pr ivado, si exist iera, ten-
dr ía un contenido semejante y paralelo a l del Derecho 
internacional púb l i co . Pero no existe Ha parecido m á s 
sencillo dejar las relaciones internacionales de ord- n p r i -
vado, bajo el imper io de leyes nacionales, y la tarea de la 
ciencia internacional , en esta materia , se reduce a hacer 
una e lecc ión juiciosa entre las diversas legislaciones en 
presencia. Esto t a m b i é n es m á s razonable y m á s j u r í d i -
co. E l establecimiento de u n j u s gentium paralelo a l j u s 
civile impl ica siempre el inconveniente de romper l a un i -
dad de la ' eg i s l ac ión , unidad que se conserva dando a l 
Derecho nacional competencia aun en mater ia interna-
cional , y procurando, por otra parte (lo cual es propio de 
nuestra ciencia), establecer entre las diversas legislacio-
nes nacionales un equi l ibr io racional a l punto de vis ta 
de su a p l i c a c i ó n in ternacional . 
En resumen: si el Derecho internacional pr ivado no 
contiene, como el Derecho internacional púb l i co , manda-
tos y p roh ib í iones directas, es porque estos mandatos y 
estas prohibiciones existen ya en alguna parte, y porque 
basta regular con cuidado su esfera de a p l i c a c i ó n . En 
todo caso, se ve que esta diferencia de hecho, no exige 
de ninguna manera para explicarse, alegar diversidad de 
materia en los dos Derechos. 
L a tercera diferencia es la menos fundada de todas. 
No solamente carece, como la anter ior , del alcance que 
se le concede, sino que en sí misma no es exacta. 
D i cese que el Derecho internacional púb l i co no se 
presta a la a c c i ó n legislat iva, a diferencia del Derecho 
internacional pr ivado; que el pr imero tiene por ó r g a n o s 
los tratados, la costumbre internacional , mientras que el 
segundo ocupa su lugar en las leyes nacionales. ¿Qué se 
entiende por eso? Si se quiere decir que no pertenece a 
un legislador crear cualquiera regla de Derecho de gen-
3 
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tes, se tiene r a z ó n . E l objeto del Derecho de gentes es 
establec-r, entre naciones independientes, principios de 
conducta comunes; supone, pues, regias reconocidas por 
todos, lo cual no puede obtenerse m á s que por un acuer-
do formal o gracias a la autoridad que impl ican leyes 
perfectamente conformes a la r a z ó n . Pero esto, tan ver 
dad es respecto a l Derecho pr ivado, como con r e l a c i ó n a l 
Derecho púb l i co . Sobre este terreno a ú n se t ra ta de esta-
blecer una a r m o n í a in ternacional , a menos de ver a l De-
recho internacional pr ivado , perder toda u t i l idad , y esta 
a r m o n í a no puede obtenerse m á s que de una accc ión ro-
m ú n , no de una a c c i ó n legislat iva individua1, fatalmente 
manchada de a rb i t r a r i a y fatalmente destinada a no pro-
ducir efectos ú t i l e s , m á s que en el c í r cu lo estrecho some-
tido a la autoridad del legislador. Los principios del De-
recho internacional pr ivado pueden encontrar , y encuen-
t r a n de hecho, su lugar en las compilaciones legislativas; 
pero no adquieren un alcance verdaderamente interna-
cional , m á s que cuando existen a n á l o g o s en todas las 
legislaciones. No es su c a r á c t e r legal el que les da fuer-
za p a r t i c u í a r , sino su uni formidad en los diferentes pa í -
ses (1). 
¿Y se cree que ocurre otra cosa con los principios del 
Derecho p ú b l i c o ? Una vez encontrados, reconocidos, 
aceptados, nada i m p e d i r í a conver t i r dichos principios en 
obligatorios, h a c i é n d o l o s pasar por el canal de la legisla-
ción posi t iva . En ello nada de incompatible h a b r í a con 
su naturaleza. E l foreign enlistement act, las ordenanzas 
sobre el corso y sobre presas, las leyes dictadas, a veces, 
respecto a los pr iv i legios de los ministros púb l i cos , todos 
estos documentos, ¿cesan de expresar pr incipios de Dere-
(1) Los ingleses lo reconocen, cuando dicen, que se 
debe considerar como formando parte de pleno derecho 
de la l eg i s l ac ión inglesa, todo pr inc ip io in ternacional 
aceptado por la generalidad de los Estados. 
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cho de gentes, por haber pasado a las legislaciones na-
cionales? E l c a r á c t e r legal no a ñ a d e n i quita nada a l 
valor de los principios del Derecho de gentes; s i rve sola-
mente para regularizar su ap l i cac ión en determinado te-
r r i t o r io Y a hemos notado las razones por las cuales no 
se procede generalmente así Son razones de pura conve-
niencia, y la co lac ión del c a r á c t e r legal a un pr inc ip io 
de Derecho internacional púb l i co , no presenta nada con-
t radic tor io con su naturaleza. 
Con apariencias del mismo orden, se opone la compe-
tencia de los tr ibunales en mater ia de Derecho pr ivado, a 
su competencia en mater ia de Derecho púb l i co . ¿Es ta d i -
ferencia es necesaria? ¿Tiene algo que toca a la esencia 
de nuestras dos ciencias? De ninguna manera. Los t r i bu -
nales juzgan las cuestiones de Derecho internacional p r i -
vado, porque estas cuestiones pertenecen a la p r á c t i c a 
corriente de los negocios, que no p o d r í a someterse a un 
r é g i m e n de e x c e p c i ó n , sin comprometer gravemente la 
acc ión de la justicia." No ocurre lo mismo en las cuestio-
nes de Derecho internacional púb l i co . L a mayor parte de 
ellas se presentan ra ra vez y ofrecen un c a r á c t e r de 
excepcional grave lad. E l soberano no puede confiar a 
nadie el cuidado de zanjarlas. E l es quien soporta direc-
tamente las consecuencias, y é s t a s pueden ser graves; 
por tanto, es na tura l que se reserve el decidirlas. Hay en 
ello una cues t ión de o r g a n i z a c i ó n in te r ior , cuya r a z ó n 
de ser, no debe buscarse m á s que en la d e s p r o p o r c i ó n de 
los intereses e m p e ñ a d o s de una y o t ra parte. Y que esto 
es verdad, lo prueba el hecho de que cuando se presen-
tan cuestiones de Derecho internacional publico de poca 
importancia , se deja, sin vac i la r , la so luc ión de las mis 
mas a los Tribunales Cuando (1) el T r ibuna l de C a s a c i ó n 
f r ancés , anulaba, en i n t e r é s de la ley, una sentencia con-
t ra un agregado de embajada, los jueces zanjaban en rea-
(1) Cass, c iv . 19 Janvier , 1891. Revue 1890, 1,177. 
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l idad una cues t ión de Derecho internacional púb l i co ; y 
sin embargo, a nadie se le o c u r r i ó sus t raer ese proceso 
a su ju r i sd i cc ión . 
¿No se ve a nuestros tribunales estatuir todos los d ías 
sobre cuestiones de nacionalidad, y la nacionalidad, base 
pr imera ^e l Derecho públ ico europeo c o n t e m p o r á n e o , no 
ofrece un modelo exacto de cues t ión perteneciente a l De-
recho de gentes? Los tr ibunales de presas no juzgan m á s 
que cuestiones de Derecho internacional p ú b l i c o . Estos 
ejemplos son m á s que suficientes para demostrar que 
a q u í , t o d a v í a se e s t á en presencia de una simple diferen-
cia de hecho, justificable, pero no necesaria y sin rela-
ciones demostrables con la naturaleza de los problemas 
de que se ocupan las dos especies del Derecho interna-
cional . 
15. Queda por examinar ahora, la pr imera y la m á s 
importante de las diferencias que se acostumbra a c i ta r . 
E l Derecho internacional púb l ico , concierne las relacio-
nes de los Estados; el Derecho internacional pr ivado las 
relaciones de los particulares. Esta diferencia constituye, 
sin duda, el verdadero fundamento de la d i s t inc ión que 
se quiere establecer: su verdadera r a z ó n de ser; y por 
tanto, la c r í t i c a debe someter este punto a l examen m á s 
riguroso. Nosotros creemos, que, aludida diferencia pro 
cede de un aná l i s i s superficial y e r r ó n e o , y , que por el 
contrar io , la verdad es que tanto el Derecho internacio 
na l pr ivado, como el Derecho internacional púb l i co , se 
refieren a las relaciones de los Estados entre s í . Una vez 
demostrado este punto jus t i f i ca rá la a s imi l ac ión que he-
mos colocado a l pr inc ip io de nuestras investigaciones. 
Cuando se pasa revista a las cuestiones comprendidas 
en el p lan del Derecho inrernacional pr ivado, sorprende 
inmediatamente la a n a l o g í a que presentan con las que 
consti tuyen el objeto del Derecho nacional in te r io r . Son 
cuestiones de matr imonio o de filiación, de propiedad, de 
obligaciones, de procedimiento, de letras de cambio, de 
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quiebras. Todas ellas interesan, en pr imer lugar, a los i n -
dividuos partes en el proceso, y sólo son internacionales, 
porqu' en vez de estar sometidas a l imperio de una ley 
doterminaia ' , suscitan un debate en cuanto a la e lecc ión 
de la ley que conviene aplicar 'es. En verdad, esta ú l t i m a 
circunstancia que se encuentra siempre i dén t i c a en los 
pleitos de este g é n e r o , parece de poca impor tancia con 
r e l a c i ó n a los intereses privados comprometidos en el 
asunto, e induce a af i rmar que tales cuestiones que inte-
resan principalmente a los particulares son, sobre todo, 
cuestiones de Derecho pr ivado, y que por el lo, se sepa-
ran claramente de los problemas del Derecho interna-
cional púb l i co , los cuales conciernen directamente los 
intereses de los Estados, y no repercuten, m á s que de re-
chazo, sobre los individuos(1) . ¿ P u e d e pensarse, en efecto, 
en establecer un paralelo entre una cues t ión de paz o de 
guerra y una cues t i ón de hipoteca legal , entre una cues-
t ión de equi l ibr io europeo y un simple negocio de le t ra 
de cambio o de cuenta corriente? Parece que la idea del 
pararelismo no puede ocurrirse y de a h í nace la dist in-
c ión fundamental que combatimos. 
En real idad, todo eso no es m á s que una apariencia, 
y l levando un poco m á s lejos el aná l i s i s , c iñéndose m á s 
(1) Meil i Die doc t r in des in ternacionalemPrivat rechts 
(Zeitschrift für in te rn . 1890, p . 7.), establece un paralelis-
mo entre el Derecho in ternacional y el Derecho n a " í o n a l , 
y pretenda que la d i s t inc ión en Derecho públ ico y Dere-
cho pr ivado , tiene para uno y otro el mismo vaior . Nos-
otros no lo podemos aceptar. Si se puede sostener que el 
Derecho internacional pr ivado se parece a l Derecho p r i -
vado nacional , por el cont rar io , no hay ninguna a n a l o g í a 
entre el Derecho púb l ico in te r ior y el Derecho de gentes. 
E l pr imero , regula las relaciones de una autoridad con 
sus subordinados; el segundo, las relaciones de autorida-
des iguales e independieates. Existe entre ellos divers i -
dad completa de objetos, y por consiguiente, toda asimi-
l ac ión entre los dos grupos, es imposible. 
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fielmente a la realidad de los hechos^ es preciso conven-
cerse de que las menores cuestiones de Derecho interna 
cional p r ivado , conciernen las relaciones de los Estados 
entre sí , lo mismo que la m á s grande cues t ión del domi-
nio del Derecho de gentes. ¿Qué hay, en efecto, en toda 
cues t ión de Derecho internacional privado? Una cues t ión 
de Derecho pr ivado que pide para ser resuelta., determi-
n a c i ó n previa de i a l eg i s lac ión por la que debe regirse. 
Por consiguiente, en una misma cues t ión hay dos dificul-
tades distintas: una, uniforme y que versa siempre sobre 
la legis lac ión que es necesario apl icar; la o t ra , indefini-
damente var iable y que es tá subordinada a la naturaleza 
del l i t ig io sometido a l juez. E n otros t é r m i n o s , se encuen-
t r a siempre: 1.°, una cues t ión pre judic ia l : ¿qué legisla-
ción dec id i r á? 2 . ° , una cues t ión de Derecho pr ivado: de-
terminada ya la leg is lac ión aplicable, ¿qué so luc ión debe 
rec ib i r el negocio sometido a l juez? A l punto de vista de 
este estudio, las dos cuestiones no presentan igual impor-
tancia La segunda, es simplemente una cues t ión de De 
recho pr ivado, a n á l o g a a todas las que se vent i lan ante 
los Tribunales. Lo ú n i c o que presenta de par t icu lar , es 
que el juez, p o d r á verse obligado para resolverla, a se-
gui r las prescripciones de una ley extranjera , y por tan-
to, ser influido por consideraciones internacionales. Sin 
embargo, este punto no es el objeto de nuestro examen. 
Admit imos , pues, (aunque eso no sea absolutamente ver-
dadero i-, que una vez determinada la l eg i s lac ión que debe 
zanjar la dif icultad, la cues t ión propuesta a l juez es pu-
ramente de Derecho pr ivado . 
Queda siempre la cues t i ón prev ia : ¿qué ley hay que 
aplicar? T a l vez no fuera completamente exacto decii 
que esta cues t ión representa la forma ú n i c a , bajo la cual 
se ofrecen a nosotros las dificultades que comprende el 
dominio de nuestra ciencia; pero es a l menos su forma 
m á s habi tual , y se la puede tomar, sin inconveniente a l -
guno, como tipo en esta d e m o s t r a c i ó n . E l l a es, en par-
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t iealar , la que da unidad a estas cuestiones. Que se reco-
r r a el Derecho c i v i l in ternacional , el procedimiento i n -
ternacional , en una palabra, todas las ramas del Derecho 
privado, consideradas desde el punto de vis ta del Dere-
internacional , ¿qué se encuentra? Una cues t ión -ie Dere-
cho c i v i l , d i procedimiento, etc., invar iablemente prece-
dida y complicada por esta otra: ¿cuá l es, la l eg i s l ac ión 
que se debe aplicar? Esta cues t ión es la c a r a c t e r í s t i c a de 
las problemas de nuestra ciencia, la que les da su fisono-
m í a par t icular ; a ella se debe, preciso es confesarlo, la 
uniformidad desagradable tan per judic ia l a l estudio de la 
ciencia misma; en fin, y sobre todo, es ella la que nos 
autoriza a decir, que en una materia donde se encuentra, 
no un conjunto de cuestiones con c a r á c t e r propio, sino 
una sola g ran cues t ión que domina todas las partes del 
Derecho pr ivado, es preciso proceder con ideas y m é t o -
dos generales que tengan por objet ivo directo esta dif i -
cul tad. 
Aislemos, pues, esta cues t ión , y p r e g u n t é m o n o s a q u é 
dominio del Derecho pertenece. Suponiendo varias legis-
laciones concurrentes y un debate sobre la e l ecc ión que 
es preciso hacer entre ellas para la so luc ión del l i t i g i o de 
Derecho pr ivado, ¿a q u é orden de consideraciones h a b r á 
que pedir ía respuesta de esta cues t ión , a; Derecho ^pri-
vado o a l Derecho púb l i co? 
16. Para i lustrarnos acerca de este punto esencial y 
central , a v e r i g ü e m o s lo que constituye a q u í l a dif icul tad 
par t icu lar sometida a l juez, pues es evidente que deter-
minando bien el dominio a que pertenece la cues t ión , ha-
bremos determinado t a m b i é n el dominio a l que debe pe-
dirse la respuesta. 
Lo que consti tuye y c o n s t i t u i r á siempre la dif icul tad 
en esta mater ia es: de una parte, la diversidad e indepen-
dencia de legislaciones, y de otra , que los elementos de 
hecho del asunto sometido a l juez, se refieren a l mismo 
tiempo, y por aspectos diversos a varios pa í ses , y por 
— 40 -
tanto, a varios derechos diferentes. Se c o m p r e n d e r á que 
empleamos adrede una f ó r m u l a demasiado general y abs 
t rac ta , a fin de abarcar en ella todos los aspectos por los 
cuales puede referirse, a la vez, a varias legislaciones d i -
ferentes. Demos inmediatamente ejemplos. U n f r ancés 
l i t i g a en Franc ia una cues t ión de l eg i t imac ión contra un 
ing lé s . Si l i t igara el mismo asunto contra un f r a n c é s , no 
hay duda que la l eg i s l ac ión francesa d e b í a ser aplicada. 
Pero como es contra un ing lés , l a cues t ión no es exclusi-
vamente francesa, sino que en cierto sentido, por la na-
cionalidad de una de las partes, es inglesa, y entonces, 
surge la duda sobre la leg is lac ión que conviene apl icar . 
—Dos italianos se disputan en Francia bienes suceso-
rios situados en Austria^ y Francia , por aspectos y ele-
mentos diversos. ¿A q u é aspecto h a b r á que l iga r l a , q u é 
elemento s e r á preciso retener, q u é leg is lac ión hay que 
aplicar?—Dos holandeses disputan ante el t r i buna l de La 
Haya los t é r m i n o s y el alcance de un contrato que han 
celebrado en Ber l ín . Esta circunstancia pa r t i cu la r que 
une el contrato a Prusia, ¿es mot ivo suficiente para pedir 
su i n t e r p r e t a c i ó n a l Landrecht prusiano? 
Y as í sucesivamente ¿De d ó n d e provienen todas estas 
cuestionfs? De la p lura l idad de leves positivas en pr imer 
lugar; pero enseguida, y sobre todo, de que la ciencia d^l 
Derecho tiene necesidad de t razar a cada ley posit iva su 
esfera de a p l i c a c i ó n na tura l , l eg í t ima , so pena de dec í a 
r a r insolubles todos los pleitos que presentan a l a vez 
puntos de contacto con varias legislaciones diferentes. ¿Y 
cómo t razar esta d e l i m i t a c i ó n que aparece como el ún ico 
modo de conc i l i ac ión posible de los conflictos de esta na-
turaleza? Dando a cada ley su alcance, es decir, recono-
ciendo a cada ley la parte de autor idad que le pertenece. 
Estamos en presencia de una cues t ión de autor idad de 
la ley, y por tanto, de s o b e r a n í a ; porque la autoridad de 
la ley tiene su base ú n i c a y evidente en la autoridad del 
legislador que la ha promulgado. L a ley no manda, no es 
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obligatoria eií el in te r ior de un pa í s , m á s que en cuanto 
es e m a n a c i ó n de la voluntad soberana, orden dada por el 
que tiene derecho de mandar. Y en el extranjero, ¿qué 
fuerza puede invocar sino esta misma autoridad, na-
cida de la misma fuente; revestida de la misma natu-
raleza? 
Por tanto, cuando se dice que hay un conflicto de le-
yes racionalmente d e b e r á decirse que hay un conflicto 
de s o b e r a n í a s ; porque yendo a l fondo de las cosas se des-
cubre que la cues t ión pendiente consiste en la determina-
ción de la s o b e r a n í a , a la cual conviene declarar someti-
da la r e l a c i ó n de derecho en cues t ión . Fuera de la sobe-
r a n í a del Estado, la autoridad de la ley no tiene ninguna 
base posible y no puede pretender que se aplique n i en el 
inter ior ni en el extranjero. ¿No es justo, y m á s que justo 
necesario, e x i g i r a l aná l i s i s de l a s o b e r a n í a del Estado 
los l ími tes de la a p l i c a c i ó n de !a ley, puesto que ta l ap l i -
cac ión no es otra cosa que el reconocimiento y ejercicio 
de esta s o b e r a n í a ? Luego t a m b i é n , siempre que haya con-
flicto entre dos leyes, es decir, d i scus ión para saber c u á l 
de ellas es preciso aplicar , la d iscus ión existe en real idad 
entre dos s o b e r a n í a s independientes, a p ropós i to de una 
d e s ú s atribuciones esenciales; el"poder legislat ivo es, 
ante todo, una controversia entre Estados y una cues t ión 
de Derecho internacional púb l i co . 
17. Hagamos aqu í un parale 'o. En cada p a í s la auto-
r idad legislat iva no es i l i m i t a d a . Frecuentemente, la 
Const i tuc ión (1) reserva a l ind iv iduo ciertos dcechos que 
ella declara sagrados y superiores a ley misma: la l iber-
tad de conciencia es generalmente uno de el'os. S u p ó n g a -
se una ley acusada de v io l a r el pr inc ip io de la l iber tad 
(1) Ta l ha sido en Franc ia la c é l e b r e D e c l a r a c i ó n de 
los derechos del hombre. Estos mismos derechos tienen, 
al punto de vis ta del Derecho internacional , un lugar par 
t icular que s e r í a interesante analizar bien. 
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de conciencia. ¿Cuál es la naturaleza del debate que se 
va a entablar? T e n d r á por objeto la d e t e r m i n a c i ó n de los 
l ími tes de la autoridad de la ley en el in te r io r y en cuan-
to a las materias que comprende; por tanto, la d i scus ión 
s e r á : de una parte, entre el representante de la ley, el so-
berano, el Estado y de otra, el ind iv iduo considerado 
como soberano natura1, colocado fuera del alcance de 
la ley . Este s e r á un conflicto nacional de s o b e r a n í a s . 
I g u a l acontece cuando surge una dif icul tad en cuanto a 
los l ími t e s de la autoridad de la ley en el espacio: las 
a tr ibuciones de un soberano tienen frente a sí las de otro: 
hay conflicto de s o b e r a n í a s , y por consiguiente, una cues-
t ión de Derecho internacional púb l i co . Dificultades del 
mismo g é n e r o nacen, con m á s frecuencia, en los Estados 
compuestos, entre la autor idad centra l y el soberano de 
uno de los Estados confederados A menudo se presenta a 
quién pertenece resolver una cues t ión l i t igiosa, si a una 
ley federal o a una ley par t icular . Esta dificultad, que se 
refiere t a m b i é n a l alcance de la autor idad de la ley, es 
bastante a n á l o g a , en el fondo, a las que consti tuyen el ob-
jeto del Derecho internacional p r ivado , con esta diferen-
cia, que en un caso el conflicto se produce entre dos so-
b e r a n í a s superpuestas, mientras que en el otro, surge 
entre dos s o b e r a n í a s yuxtapuestas: que en és te las sobe-
r a n í a s son desiguales y dependientes la una de la otra; y 
en a q u é l son independientes e iguales lo cual hace posi-
ble, en la pr imera h ipó tes i s , e imposible en ¡a segunda, la 
cons t i tuc ión de una ju r i sd i cc ión suprema, encargada de 
zanjar los debates de este orden. 
18. Vayamos un poco m á s lejos y examinemos en de-
tal le las cuestiones que nos han servido de ejemplos. 
Nuestra d e m o s t r a c i ó n t e n d r á la ventaja de versar sobre 
un objeto m á s concreto, y la verdad de la tesis que de-
fendemos a p a r e c e r á m á s clara y evidente. 
Cuando un inglés y un f r ancés discuten una cues t ión 
de l eg i t imac ión , dando con ello origen a un conflicto. 
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¿cuAl es exactamente la cues t ión que se suscitar Uno re-
clama la ap l i cac ión de la ley francesa; otro, la de la ley 
inglesa; ¿cuá l es el fundamento de estas pretensiones con-
tradictorias? E l inglés se apoya en su nacionalidad ingle-
sa, es decir, en el lazo que le une y mediante el cual la 
ley inglesa tiene autoridad sobre él . o en otros t é r m i n o s , 
que él debe obediencia a los mandatos emitidos por el 
poder legislat ivo ing lés ; en una palabra, por el soberano. 
Pretende, que la autoridad de la ley inglesa subsiste, en 
cuanto a él . en la d i scus ión y que, por consiguiente, é s t a 
debe resolverse conforme a las prescripciones de la ley 
inglesa. L a verdadera cues t ión sometida, a l juez, es la de 
saber hasta d ó n d e se extiende la autor idad de la ley i n -
glesa, o m á s exactamente, si laNsoberanía del legislador 
ing lés debe respetarse en la persona de uno de sus súb-
ditos, aun discutiendo una cues t ión de l i g i t imac ión ante 
un t r i buna l f r ancés . E l l i t igante no es parte en este asun-
to m á s que por su cualidad de subdito ing lés : el pr imero , 
y verdaderamente interesado es el Estado ing lés , porque 
se t ra ta de apreciar los l ími tes de la autoridad de su po-
der legis lat ivo. E l f r ancés a d u c i r á los mismos razona-
mientos y la misma conc lus ión , con la par t icu lar idad de 
que p o d r á , a d e m á s , fundamentar la competencia de la 
ley francesa en que la cues t ión se ha entablado ante un 
t r ibuna l f r ancés , y cae, por tanto, bajo la s o b e r a n í a te-
r r i t o r i a l del Estado f r ancés . 
En resumen: hemos visto primeramente a dos pa r t i -
culares, uno f r a n c é s y otro ing lés , discutir entre sí una 
cues t ión exclusivamente re la t iva a sus intereses p r i v a 
dos: de spués , la cues t ión se ensancha y ha exigido l i m i -
tar el alcance de a p l i c a c i ó n respectiva de las leyes, de 
Francia y de Ing la t e r r a . De modo, que estamos en pre-
sencia de un Derecho pr ivado, porque la idea de un De-
recho pr ivado , es inseparable de la de facultad garant ida 
por la l ey , y a q u í la ley no existe a ú n : t r á t a s e de deter-
minar l a . Tenemos delante una lucha de leyes, es decir, 
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una lucha de s o b e r a n í a s que prestan su autoridad a estas 
leyes. Los l lagantes han desaparecido provisionalmente: 
son dos soberanos los que compiten, cuyos derechos y 
deberes respectivos, sólo puede determinarlos el Derecho 
de gentes. Hecha esta d e t e r m i n a c i ó n , ya tienen base en 
que apoyarse los intereses particulares: ya se p o d r á ha-
b la r de Derecho pr ivado, porque existe un derecho y 
este derecho, en el punto l i t igioso, t e n d r á que regi r inte-
reses part iculares. 
Si bien un atento aná l i s i s de la h ipó tes i s elegida no 
puede escapar de este procedimiento y conc lus ión , expl i -
case; sin embargo, que se haya podido comete]' e r ror , to-
da vez que lo favorecen dos circunstancias. Pr imera , que 
la cues t ión p ú b l i c a , no es tá formalmente separada de la 
p r ivada , n i en el procedimiento n i en la sentencia. Se-
gunda, el h á b i t o vicioso de decir que los l i t igantes tienen 
derecho a la a p l i c a c i ó n de t a l o cual ley determinada. Y 
si bien esta forma de expresarse es exacta después de 
solucionado el conflicto, porque entonces existe una fa-
cul tad garant ida por una ley cierta, hasta entonces no lo 
es, porque los l ími tes de la autoridad de las leyes no se 
fijan en c o n s i d e r a c i ó n a los intereses part iculares, sino 
que resultan de los l ími tes de la acc ión de los poderes pú-
blicos que las han hecho. 
Apliquemos sumariamente el mismo procedimiento de 
aná l i s i s a las otras dos h ipó te s i s que hemos enunciado. 
L a una se refiere a l caso de dos i talianos que l i t i gan en 
Francia por una suces ión sita en Aus t r i a . ¿No es eviden-
te que bajo el conflicto de las tres leyes existe el conflic-
to de tres s o b e r a n í a s : la de I t a ' i a , que puede invocar el 
lazo de sujec ión, el cual da derecho a regir por sus leyes 
los intereses privados de las personas en cues t ión ; la de 
Aus t r i a , que basada en la s i tuac ión de los bienes, le per-
mi te organizar el r é g i m e n j u r í d i c o a l que han de some-
terse; por ú l t imo , la de Francia , s o b e r a n í a ocasional na-
cida del hecho de venti larse el pleito ante sus Tribunales 
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y de a h í su derecho incontestable a velar por la buena 
a d m i n i s t r a c i ó n de just ic ia . Hay , pues, tres derechos igual-
mente ciertos y a los cuales es imposible dar s i m u l t á n e a 
sa t is facción. ¿Cuál t r i u n f a r á de los otros dos? E l Derecho 
privado no puede decirlo, porque no tiene que determinar 
si la s o b e r a n í a personal que resulta de la nacional idad de 
los l i t igantes, o la s o b e r a n í a t e r r i t o r i a l fundada en la si-
t u a c i ó n de los bienes, o la reglamentar ia o formal , que 
puede invocar el Estado cuyos jueces conocen del asunto 
li t igioso, cual de las tres s o b e r a n í a s debe sobreponerse a 
las otras y relegarlas a segundo lugar . Es aquella una 
cues t ión m á s elevada, cues t ión de o r g a n i z a c i ó n j u r í d i c a , 
y por consiguiente, de Derecho p ú b l i c o , y puesto que no 
se entabla entre leyes que forman par te de un sólo y 
mismo sistema j u r í d i c o , sino de sistemas ju r íd i cos dist in-
tos e independientes, es una cues t i ón de r e l a c i ó n entre 
estos sistemas, una cues t ión de Derecho internacional 
púb l i co . 
Y cuando los holandeses discuten en Holanda las' 
c l áusu la s de un contrato celebrado en Ber l ín , ¿no es esta 
circunstancia, la de haberse verificado en los dominios de 
la m o n a r q u í a prusiana, es decir, bajo el imperio mate-
r i a l de la s o b e r a n í a y de las leyes de Prusia, la que sus-
cita la duda en cuanto a la l eg i s l a c ión que se debe apo-
car? Si , como se pretende, la cues t ión fuera exclusiva-
mente de Derecho pr ivado, b a s t a r í a observar, que en el 
l i t ig io sólo los intereses de los neerlandeses estaban com-
prometidos para anteponer a l a d i scus ión , la a p l i c a c i ó n 
de la ley neerlandesa. Sin embargo, la cues t ión existe se-
gún todos confiesan: es dudosa y controver t ida . L a sola 
existencia del debate, demuestra suficientemente que hay 
una cues t ión de s o b e r a n í a y no una cues t ión de i n t e r é s 
pr ivado. , 
19. He a h í lo que da el aná l i s i s . Es preciso demostrar 
ahora que los Estados, por sí mismos, e s t á n interesados en 
la recta so luc ión de las cuestiones del dominio del Dere-
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cho internacional p r ivado , y por consiguiente, la obje-
ción hecha contra nuestra manera de ver, no tiene alcan-
ce. L a d e t n o s t r a c i ó n s e r á fáci l . 
D a r a las leyes de los diversos p a í s e s una a p l i c a c i ó n 
igual y a r m ó n i c a , es, en otros t é r m i n o s , respetar la auto-
r idad de las leyes de cada p a í s sobre las personas y sóbre-
las cosas, en tanto que n^ lesione los derechos de Esta-
dos terceros: dar a cada s o b e r a n í a el m á x i m u m de auto-
r idad , procurar le el mayor n ú m e r o posible de facilidades 
para l lenar las diversas misiones de o r g a n i z a c i ó n in ter ior 
y de p r o t e c c i ó n t i t e a r que le e s t á n confiadas; es, en una 
palabra, reconocer a l Estado la mayor l iber tad posible 
sin her i r la l i be r t ad igual de los otros Estados. Rehusar 
apl icar una 'ey nacional determinada a una h ipó tes i s en 
la cual se la deb ió considerar competente, no es otra cosa 
que p r i v a r a un Estado de su autoridad l e g í t i m a sobre el 
asunto en cues t ión , esto es, d i sminui r a rb i t rar iamente su 
esfera de a c c i ó n . T a l vez se objete que estos cercena-
mientos son m í n i m o s , imperceptibles, indiferentes con re-
l ac ión a l gran poder del Estado Sin duda esto es verdad, 
respecto a un caso par t icu la r ; pero no lo es en la gene-
ra l idad de ellos. Si las leyes de un Estado son s i s temát i -
camente desconocidas por un Estado vecino, s u r g i r á n 
molestias al verse casi detenido en su e x p a n s i ó n . Sus sub-
ditos sufren; pues son pr ivados de las ventajas que les 
p r o p o r c i o n a r í a el comercio in ternacional : si esta situa-
ción se prolonga, los intereses del Estado no t a r d a r á n en 
estar en pel igro. No ot ra cosa ocurre en el seno del Es-
tado. Una in f racc ión aislada a sus leyes privadas,, es co-
sa insignificante para él ; pero cuando estas infracciones 
se generalizan, cuando llegan a ser t an numerosas que 
consti tuyen un estado hab i tua l , aunque la ley no se re-
fiera m á s que a los intereses pr ivados, el i n t e r é s públ i -
co es tá amenazado. Lo mismo a c o n t e c e r í a con una ley 
general vacia de sentido, que cont rar ia ra s i s t emá t i ca -
mente, en el in te r ior , el efecto normal de las leyes p r iva-
das. S u p ó n g a s e , por ejemplo, una ley que dec 'arara re-
troactivos todas las leyes privadas. U n á n i m e r a e n t e , y 
con r a z ó n , se d i r í a que el i n t e r é s públ ico estaba compro-
metido. ¿Es to mismo y con tanta r a z ó n no se p o d r í a afir-
mar si a l establecerse un mal Derecho in ternacional p r i -
vado comprometiera el efecto normal de las leyes n a c i ó 
nales, no en el tiempo sino en el espacio? E n uno y otro 
caso se h a b r á falseado la ley, y transformado en ins t ru-
mento de injusticia y de desorden, las instituciones mis-
mas que estaban encargadas de la just ic ia y del orden. 
Por otra parte , si es verdad que las cuestiones de con-
flictos tocan a los intereses privados de los particulares, 
nos parece que no se ha observado exactamente la clase 
de i n t e r é s que tienen és tos en su so luc ión . Por ejemplo: 
una cues t ión i ternacional de mat r imonio . En ella, s egún 
queda demostrado, hay que d is t inguir dos puntos: 1 ." 
Elección de la legis lac ión aplicable, 2.° A p l i c a c i ó n que 
debe hacerse de esa l eg i s l ac ión . E l ún ico punto esencial-
mente in ternacional , y que, por tanto, debe ocuparnos, 
es el pr imero . Sin duda que los esposos, de cuyo ma t r i -
monio se t ra ta , tienen i n t e r é s en que la p r imera cues t ión 
se resuelva conforme a las regias del Derecho interna-
cional p r ivado; pero este i n t e r é s no es peculiar suyo, n i 
de las personas que se encuentran en la misma s i tuac ión 
que ellos, es el i n t e r é s que posee toda persona, mezclada 
en un asunto in ternacional , en v ^ i i o juzgado según los 
principios del Derecho. Este i n t e r é s ^e encuentra siem-
pre idén t i co en todas las cuestiones de conflicto y en rea-
lidad es un i n t e r é s general del cual son ellos represen-
tantes debido a las circunstancias (1). A u n desde este 
(1) T a m b i é n hay en Derecho m a r í t i m o , cuestiones 
bastante numerosas que se refieren a presas por ejem-
plo, las cuales son suscitadas por part iculares y con oca-
sión de sus intereses privados. Sin embargo, j a m á s se ha 
soñado hacerlas entrar en el Derecho internacional p r i -
vado. 
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punto de vista, se ve que dicho i n t e r é s pr ivado no es más 
que el eco del i n t e r é s púb l i co , siempre p r é s e n t e en los 
negocios de este orden. Para que esta verdad aparezca 
m á s clara, fijemos nuestra a t e n c i ó n en la segunda de las 
cuestiones enumeradas, en la de ap l i c ac ió n , a l debate, de 
la ley elegida Esta ap l i cac ión puede ocasionar dificulta-
des, las cuales no tienen, sin embargo, el mi^mo ca rác -
ter de generalidad, no se encuentran en todas las cuestio-
nes internacionales, son especiales de la h ipó tes i s presen-
tada ante el juez. Son verdaderamente de i n t e r é s privado: 
no se refieren a los intereses de todos los ciudadanos, sino 
ú n i c a m e n t e a los de aquellos que sostienen un debate aná-
logo a l que se desarrolla ante el T r ibuna l . 
20. Terminemos por una o b s e r v a c i ó n general. No to-
das las cuestiones que se tiene costumbre inc lu i r en la 
d e n o m i n a c i ó n general de Derecho internacional pr ivado, 
se presentan bajo la forma de un conflicto de leyes. Sin 
duda esta forma es la de la mayor parte de ellas, y tene-
mos derecho a tomar la como t ipo; pero no es el caso de 
la universal idad, y por tanto, debemos decir ahora dos 
palabras de las excepciones. S i rva de ejemplo la condi-
c ión de los extranjeros, la e jecuc ión de la6» sentencias 
dictadas en el extranjero , la e x t r a d i c i ó n . Ninguna difi-
cul tad ex i s t i r á para la a p l i c a c i ó n de nuestras ideas gene-
rales. En efecto; en esas cuestiones, el i n t e r é s del Estado 
aparece mucho m á s claramente que se h a b í a mostrado 
hasta ahora. ¿ P o r q u é , sino por la c o n s e r v a c i ó n del ca-
r á c t e r nacional un legislador se muestra algunas veces 
avaro en los derechos privados que concede en su terr i to-
r io a los extranjeros, y si e s t á obligado a ciertos mira-
mientos respecto a ellos, no es por c o n s i d e r a c i ó n a la 
potencia extranjera que representan y la cual les debe 
p r o t e c c i ó n ? Cuando, por el contrar io , un Estado se mues-
t ra l ibera l para los extranjeros y los asimila a sus pro-
pios ciudadanos, ¿lo hace por pura generosidad? No; es 
rmrnue esta conducta s e r v i r á a sus propios intereses; y 
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viceversa, si no l leva la a s imi lac ión hasta conferirles de 
pleno derecho, la cualidad de ciudadanos, el mot ivo que 
le determina no es sólo la imprudencia que c o m e t e r í a 
obrando de t a l manera, sino la v u l n e r a c i ó n injusta que 
esta conducta i m p l i c a r í a para los derechos de s o b e r a n í a 
de sa Pat r ia . 
Y en la e jecuc ión de las sentencias extranjeras, ¿qué 
otro mot ivo impide co cederla pura y simplemente, sino 
averiguar en q u é medida la e jecuc ión de sentencias ema-
nadas de una autoridad extranjera , p o d r í a concillarse 
con las justas prerrogat ivas del Estado que la ordenase? 
¿El c a r á c t e r de la e x t r a d i c i ó n no es igualmente incon-
testable? U n Estado la pide en nombre de su i n t e r é s pú-
blico, y si le es negada, si no se le concede m á s que con 
ciertas condiciones, esta n e g a c i ó n , estas reservas, no son 
otra cosa que reivindicaciones, hechas por el Estado re-
querido., de lo que considera como justos atr ibutos de su 
s o b e r a n í a 
Finalmente; se pueden prever dos objeciones á nues-
tra manera de pensar. E x a m i n é m o s l a s sumariamente: 
Una circunstancia par t icu la r puede, aparentemente, 
estar en c o n t r a d i c c i ó n con lo que hemos dicho respecto 
al i n t e r é s que para los Estados presentan las cuestiones 
del dominio del Derecho internacional pr ivado. Estas 
cuestiones no se suscitan solamente entre naciones; pue-
den surgir de p rov inc ia a provinc ia , en el seno de un solo 
y mismo Estado. En t a l caso, es evidente que no son ver-
daderamente internacionales. La ob jec ión hecha es i n -
fant i l . Cuando las provincias de un mismo Estado gozan 
de un derecho independiente y dist into es, porque debido 
a ciertas razones, no se ha producido la c o n c e n t r a c i ó n 
del poder legislat ivo en la persona del soberano. Dichas 
provincias, que en general fueron, en otro t iempo, Esta-
dos independientes, conservan de su antigua s o b e r a n í a , 
el derecho de obedecer a sus propias leyes. 
Por esta, circunstancia especial, su independen c ía ha 
4 
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sobrevivido a la p é r d i d a de su personalidad pol í t i ca , y en 
ta l medida han permanecido personas morales indepen-
dientes, cuyas relaciones no son diferentes de las de los 
Estados respectivamente extranjeros. Los mismos con-
flictos se p r e s e n t a r á n rodeados de las mismas dificulta-
des, a menos que, por nueva conces ión hecha sobre sus 
derechos soberanos, no consientan el establecimiento de 
una ju r i sd i cc ión superior invest ida de la mis ión de hacer 
cesar, por sus decisiones, las dificultades que origina la 
divers idad del Derecho in ter ior , 
2 1 . Se d i r á , en fin, como ú l t i m o recurso, que no se 
hace la guerra por una cues t ión de Derecho internacional 
pr ivado: nosotros respondemos, que esto debe alegrar; 
pero que t a l circunstancia carece de v i r tua l idad suficien-
te para ejercer influencia alguna en la cues t i ón que nos 
ocupa. 
L a guerra no es, afortunadamente, la ú n i c a sanción 
de las obligaciones internacionales (1), el ún ico medio de 
solucionar los conflictos que surgen entre los pueblos. La 
guerra es la te r r ib le y solemne disputa (2) de que habla 
un escritor i ng lé s : no se debe r ecu r r i r a ella m á s que en 
casos extremos, cuando los intereses esenciales de dos 
pueblos e s t á n directamente en juego. No se h a r á la gue 
(1) Yo d i r í a que la guerra no es sanc ión del Derecho 
internacional . L a op in ión cont rar ia que el s e ñ o r Pil let 
bosqueja, es, t a l vez, perfectamente opuesta a l sentido 
ju r íd i co de la palabra s a n c i ó n . A d e m á s , la a f i rmac ión de 
que la guerra es s anc ión del Derecho internacional , equi-
vale , probablemente, a p a r t i r de este prejuic io: la victo 
r i a se dec id i r á en favor del que tenga r a z ó n en sus pre 
tensiones, pues en otro caso d e j a r í a de ser « p e n a o 
recompensa que impide o castiga la v io l ac ión y asegura 
la e jecuc ión del d e r e c h o » . Y la verdad es, que vence 
siempre el m á s fuerte, el m á s astuto, etc., a c o m p á ñ e l e o 
no la jus t ic ia . ( N . del T . ) 
(2) « V a r is the te r r ib le l i t iga t íon of S t a t e s» . (Phi l l i -
more , t . I I I , p á g . 2). 
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r r a para vengar el desprecio que un pueblo extranjero 
profese por las verdades de nuestra ciencia; pero no se 
h a r á tampoco en nuestros d ías por una cues t ión de t a r i -
fas de etiqueta o de inmunidades d i p l o m á t i c a s . Es que 
estas cuestiones, aunque se refieren a los derechos r ec í 
procos de los Estados, no tienen una importancia ta!, que 
sea necesario r ecur r i r a las armas, para asegurar la apl i -
cación del derecho. Hay otras medidas: las reclamacio-
nes d i p l o m á t i c a s , la r e t o r s i ó n , y aun si es preciso, las 
represalias, que bastan, generalmente, para asegurar e l 
respeto del derecho, y aunque no sean suficientes, un Go-
bierno prudente e s t i m a r í a que vale m á s sufrir paciente-
mente la injust icia, que correr los graves riesgos de una 
c a m p a ñ a . Nunca el empleo de una sanc ión violenta se 
cons ideró signo dis t in t ivo c o m ú n a los principios del De-
recho de gentes, n i tampoco e s t á permit ido usar seme-
jante razonamiento, para probar que el Derecho interna 
cional pr ivado no forma parte del Derecho internacional 
públ ico ; que nos es tá prohibido alegar la existencia de 
tratados internacionales referentes a cuestiones de Dere-
cho pr ivado, para establecer la p ropos i c ión contrar ia . 
22. No se crea que la idea de enlazar el Derecho i n -
ternacional privado a l Derecho internacional púb l i co , es 
de ahora; por el contrar io es muy antigua: es la prime-
ra de todas las que se han expuesto. Los jurisconsultos 
que pr imero se ocuparon de las cuestiones de conflicto, 
eran comentaristas de las leyes romanas, y la e lecc ión del 
pasaje a que u n í a n sus t e o r í a s , muestra, bastante clara-
mente, c u á l fué la génes i s de sus ideas sobre este punto. 
Les fué fácil t r a ta r de las cuestiones de conflictos de los 
estatutos municipales, a l paso que p e r s e g u í a n la interpre-
tac ión de les textos del Corpus j u r i s , lo cual era la cosa 
m á s na tura l del mundo. ¿Por q u é no estudiar estas cues-
tiones, precisamente cuando encontraban las famosas 
leyes que h a b í a costumbre en aquella época de ci tar 
en sus argumentaciones sobre este punto, la ley Si fun-
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dus, por ejemplo, o la ley 1.a, § 2.° D . de tu to r ihm et cu-
ratorihus, o aun la ley 3 1 , G de testamentis? Sin embar-
go, no lo hic ieron, prefiriendo, uniformemente, tomar 
como punto de par t ida de sus investigaciones la ley 1, 
C. de Summa Tr in i t a fe . ¿ P o r q u é esta preferencia? En 
r a z ó n solamente de las primeras palabras de esta ley: 
«Ciinctos populas quos clementice nostrce regit imper ium» . 
En esta preferencia, parece hallarse, par * nosotros, la 
fuente de una e n s e ñ a n z a . Esos jurisconsultos v e í a n en las 
materias indicadas una cues t i ón de imper ium, es decir, 
de s o b e r a n í a . Y esta inducc ión se fort if ica, cuando se ob-
serva la forma p r i m i t i v a dada a las cuestiones que se i m -
pusieron a su a t e n c i ó n . No buscaron, en pr imera l ínea al 
menos, fijar reglas de c o m b i n a c i ó n entre leyes iguales e 
independientes, sino conci l iar la s o b e r a n í a superior, el 
dominio eminente del imperio g e r m á n i c o , representado 
por el Derecho romano, con la autor idad subordinada de 
las ciudades, representada por sus estatutos municipales. 
L a pr imera cues t ión que se planteaban no nos parece m á s 
in te l ig ib le (1). Se preguntaban si los estatutos que dero-
gaban el derecho c o m ú n eran o no v á l i d o s . Esta cues t ión 
se i lumina , por el cont rar io ; y se muestra con su verda-
dero colorido, si se admite que aludidos jurisconsultos te-
n í a n conciencia de ocuparse de la conc i l i a c ión de dos 
autoridades soberanas, superpuestas la una a la otra . En-
tonces se comprenden sus dudas, sus divergencias y el 
c a r á c t e r excepcional a t r ibuido a los estatutos, que no 
eran m á s que la imagen del c a r á c t e r excepcional de las 
p e q u e ñ a s s o b e r a n í a s de que emanaban. Por lo d e m á s , fá-
cilmente se explica que hayan tomado del Derecho roma-
no las razones^ para decidir u-^a controvers ia , que a sus 
ojos eran de Derecho púb l i co . Los jurisconsultos aludi-
dos, part idarios en general de la a u t o n o m í a de sus ciuda-
(1) L a i n ó . I n t r o d . á V etude du D r o i t m t e r n a t i o n a l p r i -
vé. T . I , p á g s . 102 y sigs. 
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des, no h a b r í a n encontrado en el Derecho feudal, m á s que 
lo contrario a sus pretensiones. V e r í a n en él que los here-
deros de O t ó n el Grande, que se d e c í a n sucesores de los 
Césa re s romanos, p r e t e n d í a n haber recogido el poder ab-
soluto de estos ú l t i m o s . L a independencia de las r epúb l i -
cas i tal ianas era un puro hecho, que no h a b r í a tenido 
lugar en el conjunto del Derecho feudal: seguirle a la 
le t ra , l l e v a r í a a negar, a a q u é l l a s , toda s o b e r a n í a , a sus 
leyes, toda autoridad. Los postglosadores prefieren colo-
carse en el punto de vista del hecho: obran según sus in -
tereses y t a m b i é n conforme a las reglas de un m é t o d o 
acertado, porque una ciencia social que descuidara l a 
c o n s i d e r a c i ó n de los hechos sociales, no s e r í a m á s que 
una a b s t r a c c i ó n sin va lo r . 
L a t e o r í a de los estatutos, por razones part iculares, 
ha tomado su fisonomía puramente pr ivada sin que este 
hecho inva l ide nuestra manera de ver , como se deduce 
de las consideraciones siguientes: L a gran i n ñ u e n c i a de 
la feudalidad, h a b í a hecho prevalecer en Franc ia , y en 
todos los pa í se s del Norte , el adagio: todas las costum-
bres son reales. Esta era la ú n i c a ley cier ta , lóg ica , co-
rrespondiente a l c a r á c t e r pa t r imonia l de la s o b e r a n í a . 
H a b r í a sido preciso permanecer encerrados en el sistema 
mor t a l de la t e r r i to r i a l idad absoluta, y las doctrinas de 
D ' A r g e n t r é , de Rodenburgh, de Voét , de Huber, s e r í a n 
las ú n i c a s j u r í d i c a m e n t e correctas. L a e x p a n s i ó n de l a 
v ida de los pueblos r o m p i ó las barreras que los sobera-
nos h a b í a n colocado a sus fronteras, y el Derecho debió 
seguir el movimiento de la v ida . ¿ P e r o como hacer admi-
t i r derogaciones a un pr inc ip io tan umversalmente acep-
tado? No pod ía a t a c á r s e l e con ayuda del Derecho de gen-
tes, porque el Derecho de gentes apenas h a b í a nacido y 
estaba muy lejos de poseer la fuerza necesaria para t an 
grande obra. Se r e c u r r i ó a l Derecho pr ivado, y de a h í 
nac ió la d i s t inc ión de estatutos reales y estatutos perso-
nales Los estatutos personales fueron declarados ex t ra-
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ter r i tor ia les , y a pesar de las restricciones de todas cla-
ses, con que el e sp í r i t u un poco t imorato de los ju r i scon 
sultos, r odeó esta regla, parece que fué generalmente 
recibida como formando parte del Derecho. E l m é t o d o se-
guido por los estatutarios consis t ió en oponer el hombre 
a l a s o b e r a n í a ; los derechos naturales del uno, a los p r i -
vilegios de la otra; no otra cosa existe en en el fondo de 
la t e o r í a estatutaria. Es interesante notar, que Mancin i 
se va l i ó de un procedimiento m u y parecido para colocar 
las bases de su c é l e b r e doctr ina i ta l iana. 
De a q u í , que con el fin de ev i ta r este resultado tan en 
desacuerdo con la r a z ó n , algunos realistas, los m á s con-
secuentes con sus t e o r í a s , i nven ta ron el sistema de la 
c o r t e s í a . 
T a l estado de cosas d u r ó hasta el Derecho nuevo, y 
siempre los jurisconsultos cont inuaron combatiendo en el 
v a c í o , atacando un pr inc ip io con ayuda de razonamien-
tos tomados de un orden de ideas diferente. Sin embargo, 
hay que observar en el siglo x v m , una r e a c c i ó n , una 
vuel ta parc ia l a las ideas p r imi t i va s , por lo menos en las 
obras de Boullenois y de Bouhier. E l pr imero (1) hace 
constar que la a d m i s i ó n de la ex t ra te r r i to r i a l idad de las 
costumbres, no perjudica a su autoridad, sino que por el 
cont rar io , la favorece, creando entre ellas una especie de 
dro i t de parcours et d ' entrecours que permite mejor dis-
t r i b u c i ó n de la just ic ia E n otra parte, emite esta fórmu-
la justamente c é l e b r e : «Yo me representaba las diferen-
tes leyes que re inan en las naciones, como d u e ñ o s y so-
beranos cuya autor idad no deb í a her i r ; pero t a m b i é n 
cons ide ré a l mundo entero como una gran Repúb l i ca , 
en la que es preciso poner paz y a r m o n í a . (2)» He aqu í 
(1) Boullenois, P e r s o n a l i t é et r e a l i t é des lois, proface, 
p á g i n a 18. 
(1) Este pasaje de Bullenois, merece ser t ranscr i to : 
«Sin embargo todas estas leyes, estas diferentes costura-
que hemos vuel to , a i menos en t eo r í a , a l Derecho inter-
nacional púb l i co . 
E l presidente Bouhier (1), va m á s lejos y no teme 
protestar la regla de la real idad de las costumbres; ata-
caba por ello a ú n su s o b e r a n í a y h a c í a posible que la 
cues t ión vo lv i e r a a su verdadero terreno. 
E n resumen: puede anticiparse, que las relaciones del 
Derecho internacional pr ivado con el Derecho de gentes, 
después de haber sido reconocidas, se las ha descuidado 
durante a l g ú n t iempo, y que se las ve aparecer cuando 
fueron menos apremiantes las razones que las h a b í a n des-
viado. Como quiera que sea, es incontestable que estas 
vicisitudes han ejercido marcada influencia en el destino 
de nuestra ciencia, obscureciendo durante largo tiempo, 
un punto que h a b r í a sido admirable tener siempre por 
encima de la controversia. 
23. Examinada a s í , con el cuidado que merece, l a 
cues t i ón de las relaciones de las dos ramas del Derecho 
in ternacional , en los diversos aspectos que hemos reco-
r r i do , se nos ha impuesto siempre 1a misma conc lus ión . 
Las apariencias alejan el Derecho pr ivado del Derecho 
púb l i co , la realidad los acerca; un examen superficial pa-
rece no revelar , entre estas dos disciplinas, m á s que d i -
ferencias, una c o n s i d e r a c i ó n atenta de la naturaleza de 
bres, son igualmente s o b e r a n í a s , ordenan y quieren que 
se las obedezca; ¿pero como se a r r e g l a r á el jur iconsu ' to 
en esta c o n t r a d i c c i ó n casi continua. .?Es necesario, pues, 
que el jurisconsulto encuentre reglas y principios para 
establecer la obediencia que, esta diversidad de leyes, 
puede j u r í d i c a m e n t e ex ig i r , que calcule la e x t e n s i ó n , uso 
y autoridad de cada una de ellas.. . , que conserve su auto-
r idad , y que sin embargo, con temperamentos prudentes, 
las haga ceder unas a otras, s egún las circunstancias, he 
a h í donde estriba l a d i f i cu l t ad .» (Tra i te de lapersonalite., 
proface p . I IT) . 
(1) Bouhier, Observations sur la coutume du d u c h é de 
Bourgogne, cap. X X I I I . 
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cada una de ellas tiende a confundirlas y a hscer del De-
recho internacional p r ivado un aspecto de las relaciones 
que las naciones mantienen entre sí , una per te de las 
obligaciones internacionales de los Estados civilizados, 
una rama del Derecho de gentes. 
Las cuestiones del dominio de nuestra ciencia, apare-
cen pues, s egún el aná l i s i s que de ellas hicimos m á s a r r i -
ba, como dificultades de orden púb l i co que surgen con 
ocas ión de intereses privados. Su naturaleza prejudicial 
induce a compararlas con las acciones llamadas en Roma 
adjectitice qual i ta t is . L a semejanza es, en efecto, bastante 
sorprendente. Tampoco dichas acciones formaban parte 
de dist inta instancia. E l magistrado que c o n s t r u í a la fór 
ínu la , mencionaba en ella, a la vez que el objeto de la 
demanda, la existencia de la cues t ión pre judic ia l , de la 
cual , en p r imer lugar, d e p e n d í a la admisibi l idad o inad-
mis i l idad de t a l demanda; el mismo juez, en una sola sen-
tencia, dec id ía a l a vez la una y la otra . A d e m á s , eran 
t a m b i é n generales; de la misma manera que un conflicto 
de leyes puede nacer con ocas ión de un asunto cualquie-
r a de Derecho pr ivado , l a qualitas adjeti t ia pod í a encon-
trarse en todas las acciones posibles, y esta subdiv i s ión 
indicaba, no una clase especial de acciones., sino una mo-
dal idad susceptible de adaptarse a todas ellas, s e g ú n las 
circunstancias. Existe , no obstante, entre las antiguas 
acciones adjectitice qual i ta t is , y nuestras actuales cues-
tiones internacionacionales pr ivadas, la gran diferencia 
siguiente: que en las primeras, las dos cuestiones super-
puestas eran de Derecho p r ivado , en tanto que las úl t i -
mas impl ican la supe rpos i c ión de una cues t ión p ú b l i c a a 
una cues t ión p r ivada . Y precisamente esta circunstancia 
nos hace recordar otras acciones igualmente romanas, 
que presentaban aquella par t icu la r idad: tales son las ac-
ciones que se l lamaban j u d i c i a p ú b l i c a r e i privatce. Na-
c í a n con ocas ión de intereses de un par t icu la r ; pero estos 
intereses se juzgaron tan importantes, que h a b í a n sido 
elevados a l rango de intereses púb l i cos . Todo ciudadano 
podía in tentar dicha acc ión , y por regla general el p r i -
mer actor, tomando la in i c i a t iva de las diligencias, pod í a 
garantirse el beneficio de la condena . Lo dicho no son 
m á s que ejemplos: entre ellos y la materia que nos ocu-
pa hay a n a l o g í a , pero no identidad; sin embargo, tienen 
la ventaja de mostrarnos que en una misma cues t ión , el 
aná l i s i s revela elementos a veces distintos, y que j a m á s 
exis t ió incompat ib i l idad entre el Derecho púb l ico y el De-
recho pr ivado . 
Vamos a cambiar ahora de punto de vista . Una vez 
demostrado que el Derecho internacional pr ivado perte-
nece a l Derecho de gentes, es preciso deducir de esta idea 
las consecuencias que encierra, y sobre todo, precisar la 
i n ñ u e n c i a que debe ejercer en el m é t o d o que ha de em-
plearse en el estudio de nuestra ciencia. Este asunto es 
a ú n m u y basto y muy importante ; nuestro p ropós i to en 
la mater ia no es exponer una t e o r í a general, sino un sen-
cil lo bosquejo; pero un bosquejo de l í nea s netas y bien 
determinadas, pues sólo as í p o d r á presentar u t i l i dad real 
para los jurisconsultos, y a l mismo tiempo, s e r v i r á de 
na tu ra l complemento a las ideas generales que hemos 
procurado j u s t i ñ e a r . 
Examinaremos, pues, las modificaciones que conviene 
adoptar en la t e o r í a general del Derecho in ternacional 
pr ivado, como consecuencia de las concer ciooes que aca-
bamos de emi t i r . 
24. L a u t i l i dad del estudio que emprendemos es doble. 
No sólo d e m o s t r a r á que nuestra concepc ión acerca de las 
relaciones del Derecho internacional pr ivado y del Dere-
cho in ternacional p ú b l i c o , desembaraza la ciencia del 
mayor n ú m e r o de dudas e incert idumbres que obstruyen 
sus comienzos, sino que, a d e m á s , i luminando ciertos pun-
tos que parecen consagrados a perpetua obscuridad, d a r á 
de su legi t imidad la mejor justificación^ que es, para una 
doctr ina, la que resulta de su exacta a d a p t a c i ó n a los 
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hechos, sobre los cuales e s t á destinada a hacer sentir su 
influencia. 
Por tanto, tenemos que examinar , aunque sea ligera-
mente, las cuestiodes que pr imero se imponen a la aten-
ción cuando se comienza el es'udio del Derecho interna-
cional pr ivado. 
E l nombre mismo que conviene dar a esta rama del 
Derecho, no d^ja de suscitar dificultades. Varias expre-
siones se propusieron, a d e m á s de la que se emplea co-
rrientemente, ciencia dejos conflictos de leyes, l ími tes de 
la ley en el espacio, Derecho pr ivado internacional y 
otras. Se discute el va lor de estas palabras y , s egún la 
op in ión general, ninguna es exacta n i tampoco absoluta-
mente inaceptable, toda vez que, hay uni formidad de pa-
receres sobre el sentido que conviene darle. Esta opinión 
no puede ser la nuestra. L a e x p r e s i ó n habitualmente em-
pleada de Derecho in ternacional pr ivado es perfectamen-
te justa y exacta, porque denota, enseguida, que se trata 
de una cues t ión suscitada entre naciones, con r e l ac ión a 
los intereses de simples part iculares. Nuestra ciencia es, 
a la veZj, in ternacionol por su origen y p r ivada por su ob-
jeto; por tanto, con g ran r a z ó n se la ha bautizado con el 
nombre de Derecho internacional pr ivado. 
L a e x p r e s i ó n de t e o r í a de los l ím i t e s de la ap l icac ión 
de la ley en el espacio es menos propia: c ien t í f icamente 
s e r í a m á s significativa en cuanto que con r e l a c i ó n a un 
solo y corto pe r íodo r e v e l a r í a mejor el fin social de este 
derecho par t icu lar . Pero no es tan rigurosamenle exacta, 
porque existen ciertas cuestiones (tipo de ellas es la con-
s ide rac ión de los extranjeros), que se ha convenido hacer 
entrar en los l ím i t e s de nuestra ciencia, y que no se re-
fieren, sin embargo, a la a p l i c a c i ó n de las leyes en el es 
p a c i ó . (1). Las mismas objeciones se pueden hacer a l tér-
(1) La e x p r e s i ó n de condic ión j u r í d i c a internacional 
de las personas ( internationale Recktsbehandlung der 
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mino de ciencia de los confli tos de leyes (1). En fin; la 
e x p r e s i ó n menos buena de todas, a nuestro parecer, la 
que es preciso ev i ta r a toda costa, porque puede a r ro ja r 
opacidad.sobre el c a r á c t e r de nuestras doctrinas, es la de 
Derecho pr ivado internacional . Esta simple i n v e r s i ó n de 
una palabra cambia por completo la naturaleza de nues-
t r a ciencia y constituye una adhes ión imp l í c i t a a las doc 
trinas que hemos combatido como contrarias a la real i -
dad de las cosas. Es preciso, pues, atenerse a la termino-
logía ordinar ia y l l amar a nuestra ciencia: Derecho i n -
ternacional pr ivado. 
25. ¿Qué comprende exactamente? E n este terreno 
podremos obtener la ventaja que se desprende del estudio 
que hemos hecho. Los autores que hacen entrar nuestra 
disciplina en el Derecho pr ivado, e igualmente los que 
pretenden asignarle un lugar independiente, equidistante 
del Derecho de gentes y del Derecho c i v i l , son presa de 
dificu'tades insolubles, en cuanto se intenta t razar le sus 
l ími tes . ¿Cómo clasificar las relaciones existentes entre 
dos Estados cuando sus intereses privados, los intereses 
del fisco, son los ún icos en juego? ¿Q.ué decir de las cues-
Privatpersonen) prepuesta por de Bar (Theorie und P r a -
xis , t . I , p á g . 11); es mejor y no falta m á s que su empleo 
sea m á s frecuente. 
(1) Por esta r a z ó n no podemos asentir a la op in ión del 
s eño r L a i n é ( I n t r o d , t . I , p á g . 9). A d e m á s , no me parece 
exacta la objec ión que él formula , como otros muchos 
distinguidos autores, y que consiste en decir que no hay 
conflicto siempre que varias leyes e s t á n en presencia. 
Siempre que una r e l a c i ó n de Derecho depende de varias 
leyes diferentes, y donde exista duda sobre la ley que 
debe aplicarse, hay conflicto, y la misión de nuestra 
ciencia es, precisamente, hacer cesar el conflicto, esta-
bleciendo la a r m o n í a que con frecuencia es posible; pero 
que no se impone j a m á s . Como tema se encuentra en to: 
das partes un conflicto; como resultado, se llega frecuen-
temente a la a r m o n í a . 
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tiones suscitadas entre un soberano o un Estado, de una 
parte y un par t icu la r de otra? (1). ¿Cómo clasificar cier-
tas materias, como las de la condic ión de los extranjeros 
o de la e jecución de las sentencias dictadas en el extran-
jero? Y sobre todo, ¿qué lugar se a s i g n a r í a a l Derecho 
penal internacional? ¿ F o r m a parte del Derecho público? 
¿Es parte del Derecho privado? (2). He ah í otras tantas 
cuestiones que, d e s p u é s del s i n n ú m e r o de discusiones de 
que han sido objeto, pueden pasar por insolubles y que, 
en efecto lo son, mientras no se res t i tuya a l Derecho in-
ternacional pr ivado, su verdadera naturaleza. Para nos-
otros estas cuestiones n i siquiera existen. Puesto que no 
hay dos ciencias distintas en el Derecho internacional, 
puesto que los mismos pr incipios se apl ican sea en mate-
r i a púb l i c a , sea en mater ia p r ivada , ¿qué impor ta que se 
coloque bajo una ú otra de las ramas de esta subdivis ión 
problemas que en real idad son de naturaleza m i x t a , y 
que por diversos aspectos e s t á n igualmente ligados a la 
una y a la otra? No hay en ello i n t e r é s de m é t o d o , hay 
una pura cues t ión de clas i f icación, indiferente a la cien-
cia, y que cada uno r e s o l v e r á como juzgue conveniente, 
sin osar acusar de er ror a los que la resuelvan de modo 
distinto que é l . E l Derecho in ternacional comprende to-
(1) Lo r imer hace de estas relaciones el objeto de una 
ciencia especial que él l l ama Derecho internacional pú-
blico y pr ivado . (Principes. Trad . Nys , p . 6) 
(2) E l Sr. Weiss (2.a ed., I n t r o d , , p . X X X V ) cree salir 
del apuro diciendo, que e l Derecho c r i m i n a l internacio-
na l pr ivado forma una rama par t i cu la r del Derecho in-
ternacional . Esta a f i rmac ión de nada vale en la cuest ión, 
a menos que se indique, lo cual no se ha hecho, dónde se 
e n c o n t r a r á n los pr incipios part iculares de esta ciencia 
nueva. Las mismas c r í t i c a s pueden dir igirse a Asser. 
(Elements ds D r o i t in ternat ional p r i v é , p á g . 5.—Cf. Ar-
nold Pann, Beitrage zur ¡Systematik Der in te rna t ioná len 
RecMspffege, en la Zeitschr. f i i r in t . P r i v a t und Stra-
frecht, B . 1, S. 489. 
- 61 -
pas las cuestiones que se suscitan entre dos naciones, 
tanto las que nacen con ocas ión de simples part iculares , 
como las que surgen a p ropós i to de los intereses de comu-
nidades po l í t i ca s completas: unas y otras son cuestio 
nes dudosas y delicadas por r a z ó n del hecho mismo de la 
independencia y mul t ip l i c idad de los Estados. No hay que 
distinguir entre ellas, y si se quiere mantener como 
enunciado de cap í tu lo dist into, la r ú b r i c a Derecho inter-
nacional pr ivado c o n v e n d r á inc lu i r en él todas las cues-
tiones que de una parte, a l menos, surgen con ocasión do 
un i n t e r é s par t icular . El lo es conveniente, toda vez que 
existe un hecho claro, que puede servi r de base para una 
comprensible d i s t r i b u c i ó n de materias, casi infinitamente 
varias; pero no es m á s que conveniente, y creemos que 
la adopc ión de otra d iv is ión diferente p o d r á ser desastro-
sa, pero no i m p l i c a r í a error . Los errores son imposibles: 
imag ínense las combinaciones m á s diversas e inespera-
das: siempre se permanece en el dominio de una sola y 
misma ciencia, el Derecho internacional . 
26. Esto no quiere decir que nosotros consideremos 
ventajoso cu l t iva r igualmente las dos ramas de la cien-
cia. M u y al contrar io Lo que es exacto desde el punto 
de vista de la ciencia s i s t e m á t i c a , puede no ser recomen -
dable respecto de la a p l i c a c i ó n . Consagrar igua l a t e n c i ó n 
a los grandes problemas del Derecho de gentes y a los 
menores detalles del Derecho internacional pr ivado , no 
podr ía hacerse sin enormes dificultades. Así lo demuestra 
la experiencia de modo concluyente. Los autores que han 
abarcado en un mismo estudio las dos disciplinas, no han 
logrado hacer progresar sensiblemente a la segunda, y en 
sus obras no hay que pretender instruirse. Ellos, vis ible-
mente absorvidos, deslumhrados por las magní f icas cues 
tienes que suscita la vida de los Estados, d e s d e ñ a n injus-
tamente a l Derecho in ternacional p r ivado . 
A d e m á s , las dos ramas de nuestra ciencia no exigen 
igual concurso de las mismas cualidades del e sp í r i t u , n i 
requieren los mismos conocimientos. E l Derecho in t rna-
cional públ ico es asunto de esp í r i tu s que gustan de espe-
culaciones generales^ para quienes él indiv iduo es una 
cantidad despreciable, de los que estudian la humanidad 
en abstracto y en los hechos que la interesan ín tegra-
mente: lo cual requiere, sobre todo, un conocimiento per-
fecto de la historia de los pueblos y poses ión suficiente de 
las ciencias sociales y de la d e m o g r a f í a . Las mismas cua-
lidades son ú t i les y aun indispensables, a l que se ocupe 
del Derecho internacional pr ivado, porque no puede co-
menzar provechosamente el trabajo par t icu lar que le ha 
sido indicado, sin conocer las cuestiones fundamentales 
del Derecho de gentes; pero esto no le basta. Es preciso 
que sea jurisconsulto: m á s a ú n , que esta cualidad sea en 
él la dominante: porque debiendo considerar el ejercicio 
normal de las leyes privadas le s e r á imposible asignarles 
el lugar correspondiente en el orden internacional gene-
r a l , si no e s t á a l corriente de su funcionamiento en la so-
ciedad par t icu la r a que son destinadas. E l Derecho de 
gentes le facil i ta el p lan general de su obra; pero el De-
recho nacional, es el que le permite l lenar ú t i l m e n t e las 
diversas secciones. Con dificultad se l o g r a r á que un sabio, 
ocupado en el esrablecimiento de leyes generales de los 
diferentes reinos que se distinguen en la naturaleza, se 
entregue a estudios de microscopio: de la misma manera, 
no hay que contar con que un maestro en la ciencia del 
Derecho de gentes, dedique suficiente a t e n c i ó n a l examen 
relat ivamente mic roscóp ico de las dificultades del Dere-
cho internacional pr ivado. Este ú l t imo debe tener sus 
maestros, ios cuales d e b e r á n penetrarse profundamente 
antes de abordar su dominio, de las verdades generales 
que aqué l lo s hayan establecido. U n maestro del Derecho 
de gentes puede, en r igor , descuidar el Derecho interna-
cional pr ivado; un maestro de Derecho internacional pr i -
vado, no puede desconocer el Derecho de gentes: éste es 
la piedra angular de su edificio. 
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Por consiguiente, la d iv is ión usual de las doctrinas es 
útil y merece conservarse, a menos que se pretenda de-
ducir de ella una s e p a r a c i ó n en los principios que no tie-
ne r a z ó n de ser. 
27. L a a s imi l ac ión por nosotros sustentada^ tiene que 
reflejarse en la materia de las fuentes de nuestra ciencia 
Sin embargo, para ver claro en cues t ión de fuentes, hay 
que separar dos puntos de vista que con frecuencia se 
han confundido. Es necesario dis t inguir lo que sirve para 
determinar las leyes, de lo que sirve para hacer as apl i-
car, las fuentes racionales y las fuentes materiales o for-
males. (1) En Derecho in ter ior , esta d i s t inc ión no tiene 
gran impor tancia , puesto que a la misma autoridad, a l 
legislador, corresponde definir las reglas que deben tra-
ducirse en preceptos obligatorios y hacer las leyes por 
medio de Jas cuales se c o n s a g r a r á esta ob l igac ión : en 
nuestra mater ia esencial. L a d e t e r m i n a c i ó n de los p r i n -
cipios de Derecflo internacional pr ivado, no pertenece a 
nadie, en par t icu la r y pertenece a todo el mundo, lo cual 
significa que teniendo, esa labor, por objeto el estableci-
miento de un estado de a r m o n í a entre los intereses de las 
distintas naciones civi l izadas, no pueden realizarse cum-
plidamente, sino t ienen igual c o n s i d e r a c i ó n los intereses 
de todas las naciones. Nadie ttene a este respecto, dere-
cho de imponer su vo lun tad a los otros, derecho que sólo 
se c o n c i b i r í a en la persona de una autoridad suprema, 
superior a los Estados part iculares, y esta autoridad no 
existe. N i n g ú n Estado puede, pues, obligar a los otros a 
la observancia de sus miras part iculares; y , sin embargo, 
n ingún Estado puede reglamentar esta mater ia sin tener 
en cuenta derechos e intereses de los otros; evidentemen-
te, la a r m o n í a existe a este precio. 
(1) Esta d i s t inc ión e s t á c l a r í s i m a m e n i e hecha, en es 
pecial por P. Fiore . { D r o i t inter . codifié cap. I I . traduc-
ción Chretien, p á g . 4.) 
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De donde i'esulta7 que Ja d e t e r m i n a c i ó n de las reglas 
del Derecho internaciona' pr ivado, exige imperiosamen-
te estar exenta de toda arbi t rar iedad, que los intereses 
en concurso sólo en el terreno de la jus t ic ia reconocida y 
de la r a z ó n demostrada, se p o d r á n reunir y concil iar . A l 
contrar io las fuentes formales o, en otros t é r m i n o s , la 
e lecc ión de medios p r á c t i c o s , por los cuales se a s e g u r a r á 
a nuestra ciencia, una regular o b s e r v a c i ó n , pertenecen, 
naturalmente, en cada p a í s a la autoridad que es respon-
sable de una buena a d m i n i s t r a c i ó n de jus t ic ia ; es decir, 
la Estado. Se deben firmar tratados, hacer leyes, es pre-
ferible confiar a la jur isprudencia el cuidado de velar l i -
bremente por la a p l i c a c i ó n de las reglas del Derecho in-
ternacional y puede esperarse de la f o r m a c i ó n insensible 
de una costumbre, su o b s e r v a c i ó n ; cada uno de estos pro-
cedimientos tiene, como es notor io , sus ventajas e incon-
venientes, en cuyo asunto no nos corresponde entrar 
a q u í . 
Lo que tenemos que hacer notar es, que con re l ac ión 
a! p r imer punto de vista que hemos distinguido, hay iden-
t i dad perfecta entre las dos ramas del Derecho interna-
cional . Desde el momento en que hay que reglamentar 
las relaciones que las naciones mantienen entre s í , lo que 
hemos dicho antes acerca de la fo rmac ión del Derecho 
internacional es rigurosamente exacto, é impor ta poco 
que las cuestiones suscitadas hayan ocurrido con ocasión 
de intereses púb l i cos ó de intereses privados; siempre 
hay una a r m o n í a que establecer, a la cual es imposible 
llegar m á s que mediante una c o n v i n c i ó n mutua deter-
minad • por la fuerza de la verdad Esta identidad des-
aparece con r e l a c i ó n a los medios que conviene estable-
cer; es cues t ión de a d m i n i s t r a c i ó n y no de Derecho, y 
aunque en tesis general (como hemos observado m á s a r r i -
ba) sea posible servirse, tanto para el Derecho publico 
como para el Derecho pr ivado, de todas las fuentes que 
exi teh de ob l i gac ión , es posible que un medio par t icular 
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las convenciones d i p l o m á t i c a s por ejemplo, sea de m á s 
fácil y eficaz u t i l i zac ión en mater ia de Derecho púb l i co 
que de Derecho pr ivado o que viceversa la ley nacional 
sea recomendable como e n c a r n a c i ó n de los principios del 
Derecho internacional pr ivado y deba evitarse cuando 
se t ra ta del Derecho internacional púb l i co . Pero a ú n todo 
esto es exter ior y formal : las .fuentes, en este ú l t imo sen-
tido, dan a l Derecho internacional su autoridad in ter ior , 
no le dan su autoridad in ternacional y reapecbo a este 
punto de vis ta , el ún ico importante , existe identidad com-
pleta entre las dos ramas del Derecho in ternacional . (1) 
L a d i s t inc ión que hemos hecho entre fuentes raciona-
les, verdadero origen de nuestra ciencia, y fuentes exte-
riores o formales que const i tuyen otros tantos canales 
por los cuales se desliza en la p r á c t i c a cuotidiana de la 
just icia , nos p e r m i t i r á t a m b i é n juzgar con acierto del 
gran debate que existe en nuestra ciencia entre el m é t o d o 
ind iv idua l y^el m é t o d o universal . (2) ¿Conv iene , en el es-
tudio de nuestros problemas, colocarse en el punto de 
vista superior de la comunidad de los Estados, o es pre-
ferible considerar tales problemas en las relaciones que 
presentan con cada Estado par t icu la r y estudiar de este 
modo el Derecho internacional pr ivado f r ancés , i t a l i ano , 
h o l a n d é s , etc.? Nos parece, que precisamente a q u í , es ne-
cesario separar la f o r m a c i ó n de la t e o r í a de su aplica-
ción Cuando una cues t ión de ap l i cac ión se presenta, no 
puede resolverse m á s que por la c o n s i d e r a c i ó n de las 
(1) «Los documentos c o m ú n m e n t e s e ñ a l a d o s como 
fuentes de! Derecho in te rnac ional , obtienen su fuerza 
obligatoria de una fuente c o m ú n , que es la conciencia del 
g é n e r o humano manifestada por la op in ión colect iva de 
los hombres esc la rec idos .» (Rolin Jaequemyns, De l'etude 
du D r o i t in ternat ional , Eevue de D r o i t in ter . 1869, pá -
gina 228.) 
(2) V é a s e la obra J i t t a , La methode du d ro i t interna-
tional p r i v é . P a r í s , Marcha l B i l l a r d , 1890. 
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fuentes posit ivas de nuestra ciencia, las cuales tienen so-
lamente un r a l o r nacional . Es inú t i l hablar, en materia 
internacional , de la ley , del tratado, a ú n de la costumbre, 
expresiones que sólo tienen va lo r en cuanto se las refie-
re a un p a í s determinado. Cierto que el tratado abarca, 
en su esfera de a c c i ó n , varios pa í ses ; existen, como es sa-
bido, tratados muy generales, pero no es menos cier to, 
que el t ratado debe su autoridad a la vo luntad de cada uno 
de los Estados que lo han aceptado, y en este sentido es 
una fuente de origen puramente nacional . Si por el con-
t r a r i o , se t r a t a de l a fo rmac ión de la ciencia, resolverse 
a considerarla desde el punto de vista par t icu lar de un 
Estado determinado, es condenarse a errores ciertos. L a 
a r m o n í a , que es el fin y ú n i c a r a z ó n de ser de nuestra 
ciencia, exige que se la l igue a verdades igualmente cier-
tas en todo lugar; y que en el conjunto de los principios 
del Derecho, no se conserven m á s que los que sean idén-
ticos en todas partes, y en todas partes t a m b i é n puedan 
ex ig i r su o b s e r v a c i ó n Proceder de otro modo es empren-
der una tarea con conciencia cierta de que no se realiza-
r á . Hacer del Derecho internacional una modalidad del 
Derecho nacional , es confesar, por anticipado, que el pro-
ducto que llegue a obtenerse p r e s e n t a r á las pa r t i cu la r i -
dades de la l eg i s l ac ión nacional que se haya tenido en 
cuenta y no v a l d r á m á s que para el p a í s en que t a l legis-
l a c i ó n e s t á a ú n en v igor . A una diversidad s u c e d e r á otra 
divers idad nueva, pero la obra de conc i l i ac ión de los i n -
tereses que se ha l l an en presencia, no h a b r á avanzado 
nada. Para nuestra ciencia hay en este punto una cues-
t ión v i t a l . S e r á general o no. Es preciso, pues, cuando 
se quiere con t r ibu i r a la fo rmac ión de los pr incipios del 
Derecho in ternacional p r ivado , adoptar un m é t o d o gene-
r a l y reservar el m é t o d o i nd iv idua l para cuando se em-
prenda t raduci r las verdades as í adquiridas en las fuen-
tes positivas del derecho de cada p a í s . 
28. Y a es t iempo de entrar en e l Derecho mate r i a l y 
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abordar el examen del m é t o d o que nos i m p o n d r á el p r in -
cipio general que tenemos que establecer. 
L a cues t i ón que nos ocupa puede y debe descompo-
nerse en dos proposiciones que examinaremos sucesiva-
mente: 
1.a Los Estados e s t á n r e c í p r o c a m e n t e obligados a 
conformarse a las reglas del Derecho internacional p r i 
vado en la a d m i n i s t r a c i ó n de just ic ia por sus tr ibunales. 
2.a ¿En q u é medida e s t á n obligados a admi t i r la aplica-
ción de leyes extranjeras, o en otros t é r m i n o s , cómo se 
l l e g a r á a determinar lo que se l lama la ley competente 
para cada r e l a c i ó n j u r í d i c a en el orden internacional? 
L a pr imera de estas dos cuestiones es la piedra de 
toque el o b s t á c u l o de todas las doctrinas que niegan la 
s u b o r d i n a c i ó n de nuestra ciencia a l Derecho internacio-
na l p ú b l i c o . Es re la t ivamente fáci l , en efecto, demostrar 
por razones de orden pr ivado la conveniencia y aun ne-
cesidad que puede haber, de dar a ciertas c a t e g o r í a s de 
leyes, un efecto e x t r a t e r r i t o r i a l . A fal ta de otras, l a an-
tigua t eo r í a de los estatutos, aunque imperfecta, basta 
para proporcionar t a l d e m o s t r a c i ó n . Pero los razona-
mientos m á s concluyen tes, los aná l i s i s m á s sutiles, las 
proposiciones m á s evidentes, se reducen a la impotencia, 
cuando se les coloca frente a frente de la cues t i ón , a sa-
ber, si los Estados e s t a r á n obligados a conformarse, a su-
jetarse a las leyes que formulan . Esta cues t ión es l a 
p i i m e r a de todas, y si no se consigue dar a ella una res-
puesta satisfactoria, es imposible emplear n i aun el nom-
bre de Derecho internacional pr ivado. Al l í donde no exis-
te deber, ob l igac ión , ce r t idumbre , no hay verdadero 
derecho. T a m b i é n vemos a todos los autores, desde el 
m á s i lus t re a l m á s obscuro, descuidar s i s t e m á t i c a m e n t e 
una cues t ión , de cuya gravedad, sin embargo, no pueden 
dudar E l uno emplea t é r m i n o s misteriosos, como el des 
a r ro l lo propio del derecho de Savigny: e l otro deja en-
tender que el c a r á c t e r obl igator io de nuestras leyes es 
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cosa convenida,, cuando no hay problema m á s difícil , y 
se guarda muy bien de buscar en apoyo de sus palabras 
razones que es tá seguro de no encontrar j a m á s . 
Parece que ya es hora de acabar con estas reticen-
cias calculadas. Es cierto, es evidente que aunque el de-
recho pr ivado de todos los pueblos e l e v a r á su voz en fa-
vor de l a e x t r a t e r r i t o r i a l de una ley determinada, no 
consegu i r í a j a m á s hacer reconocer con cargo a un sólo 
Estado, la ob l igac ión de autorizar en sus dominios la apli-
cac ión de dicha ley . E l Derecho púb l i co es el que fija los 
deberes del Estado y como quiei^a que estos deberes pue-
den sufrir l a influencia del extranjero, a l Derecho inter-
nacional púb l i co pertenece determinarlos. Lo contrario 
s e r í a afirmar que el Derecho pr ivado posee autoridad 
propia susceptible de ser puesta en equi l ibr io con la l i -
bertad de un soberano extranjero, cosa que j a m á s se lle-
g a r á a demostrar por la sencilla r a z ó n de que el Derecho 
p r ivado no tiene m á s que una autoridad delegada, la del 
legislador que le p r o m u l g ó . 
L a ú n i c a consecuencia lógica y necesaria del sistema 
que pretende unir a l Derecho pr ivado el Derecho inter-
nacional p r ivado , es la doct r ina de la co r t e s í a interna-
cional . Se comprende que esa u n i ó n haya sido recibida 
en Ing la te r ra y en A m é r i c a , t ierras de e lecc ión de esta 
doctr ina, pero no se comprende que se haya subscrito pol-
la ciencia cont inenta l , porque contradice el nombre mis-
mo de Derecho que é s t a da a nuestra discipl ina. 
Por consiguiente, en el terreno del Derecho interna-
cional púb l i co hay que buscar el germen de las obliga-
ciones de los Estados en la mater ia que nos ocupa. 
Esta i n v e s t i g a c i ó n no se ha hecho t o d a v í a . Autores, 
aun aquellos que convienen en que el Derecho interna-
cional pr ivado forma parte del Derecho in ternacional pú-
bl ico, han retrocedido ante esa labor. L a m a y o r í a de ellos 
se dejan inf lu i r por una idea, que, nunca y menos en nues-
tros d í a s , es completamente justa: la independencia del 
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Estado considerada como s i n ó n i m a del c a r á c t e r absoluto 
de la s o b e r a n í a . Y a PII este camino, los m á s lógicos de 
entre ellos, no pueden menos de l legar a la misma con-
clus ión que los juristas que no par t ic ipan de su manera 
de ver acerca de las relaciones de las dos ramas del De-
recho internacional . Los Estados son independientes: lue-
go no e s t á n sujetos a ninguna ob l igac ión hacia los extran-
jeros, y por consiguiente, a ninguna o b ' i g a c i ó n tocante 
a la a p l i c a c i ó n de leyes extranjeras en su t e r r i t o r io . Si 
toleran algo en este sentido, no se debe a su buena vo-
luntad si no que lo hacen por c o r t e s í a , y en resumidas 
cuentas, porque tienen i n t e r é s en ceder algo del v igor de 
su derecho, a fin de que los Estados vecinos i m i t e n su 
generoso ejemplo. Este es el razonamiento de Voet , el de 
los ingleses, y en una palabra, el de nuestros jur isconsul-
tos, que con m á s firmeza se adhieren a las ideas an-
tiguas. 
29. Si t a l a r g u m e n t a c i ó n fuera exacta, no h a b r í a que 
dudar en romper con todas las insinuaciones y con todas 
las afirmaciones a las que hemos aludido hace un mo 
m e n t ó , y suscribir francamente la doctr ina de la t e r r i to -
r i a l idad pura , mit igada por la i n t r o d u c c i ó n de la idea de 
l a c o r t e s í a . ¿ P e r o es exacta? El Derecho in te rnac iona l 
públ ico nos lo e n s e ñ a r á . Tendremos que examinar las re-
laciones que las naciones mantienen entre sí y pregun -
tarnos si el hecho, cierto por o t ra parte, de su indepen-
dencia debe revest i r una s igni f icación tan radical que la 
que habitualmente se le otorga. ¿La independencia de las 
naciones es posible; esta noc ión puede concillarse con los 
hechos sociales que se desarrollan ante nuestros ojos y 
que en toda ciencia v i v a deben serv i r de polos a los ra-
zonamientos? ¿ P u e d e concebirse un estado de completa 
independencia, y esta l iber tad , que se juzga i l i m i t a d a , 
es otra cosa que un estado de interdependencia exigida 
por la naturaleea misma de los intereses en juego? 
Nadie duda que es fácil responder a esta cues t ión y 
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que se llega enseguida a establecer la necesidad de un es-
tado constante de interpendencia. Pero la dif icultad sub-
siste en este p r imer punto y t o d a v í a queda por demos-
t r a r , que dicho estado de interdependencia impl ica la 
existencia de una ob l igac ión pa r t i cu la r , r e l a t iva a l tra-
tamiento ju r íd i co de los intereses privadas internaciona-
les. Y como quiera que la ob l igac ión en cues t ión e s t á 
destinada a aplicarse a una m u l t i t u d de objetos, tenemos 
que servirnos de expresiones m u y generales. Condición 
de los extranjeros, ley aplicable en los pleitos interna-
cionales, efectos de los actos realizados en el extranjero, 
e j ecuc ión de las sentencias extranjeras, he a h í otras tan-
tas materias influidas por esta gran cues t ión , a saber: si 
en el orden de los intereses privados, los Estados tienen 
verdadera ob l igac ión internacional . 
E n cuanto a la cues t ión f n sí misma, parece m u y di-
fícil de resolver y lo es en efecto. Sin embargo puede re-
solverse; dif icul tad no es imposibi l idad. Lo que ocasiona 
el mayor obs t ácu lo es, t a l vez, la d i s t inc ión t radic ional 
de los derechos de los Estados: c o n s e r v a c i ó n , indepen-
d a , igualdad, respeto y comercio internacional ; he ah í 
sus derechos resumidos en una f ó r m u l a que un autor la 
comunica a otro y pasa de edad en edad sin modificarse. 
Parece que en esta fó rmu la no hay sitio para el Dere-
cho in ternacional pr ivado , el cual , no concierne visible-
mente el derecho de c o n s e r v a c i ó n , parece opuesto a l de-
recho de independencia, no es suficiente a just if icarlo el 
derecho de igualdad, y por ú l t i m o , tanto el derecho de 
respeto como el derecho de comercio internacional^ son 
demasiado vagos y discutidos para suministrar le el sóli-
do fundamento que necesita. Pero la c las i f icac ión citada 
no tiene nada de necesario; es m á s : cabe afirmar que su 
a n t i g ü e d a d es el p r inc ipa l t í tu lo de su est ima. 
Se puede, en esta mater ia , adoptar un m é t o d o dife-
rente y m á s justo. Se puede considerar a los Estados co-
mo s o b e r a n í a s independientes y yustapuestas que tienen 
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continua necesidad de relaciones r e c í p r o c a s y que e s t á n 
obligados a conformar su conducta a sus necesidades. 
De este modo los derechos y obligaciones de los Esta-
dos, aparecen como otras tantas restricciones que cada 
Estado se ve c o n s t r e ñ i d o a admi t i r a su propia s o b e r a n í a 
en i n t e r é s de la s o b e r a n í a de los otros, a fin de que estas 
s o b e r a n í a s puedan desenvolverse paralelamente^j&in con-
denarse a un aislamiento que s e r í a fa ta l a las unas y a 
las otras. Lueg:o la s o b e r a n í a comprende siempre dos ele-
mentos: el uno, local o rea l que se extiende a todo lo ani-
mado que hay en un t e r r i t o r io ; el otro, que no e s t á loca-
lizado y que es personal, l iga a l soberano con cada uno 
de sus súbd i tos . Ahora se descubre a que va a quedar re-
ducida en ú l t imo aná l i s i s la cues t ión propuesta. ¿Es t a do-
ble s o b e r a n í a tiene derecho a l respeto de las s o b e r a n í a s 
extranjeras? E n caso af i rmat ivo, ¿qué comprende dicha 
ob l igac ión de respeto? ¿Es puramente pasiva o e n t r a ñ a 
ciertas consecuencias en, t e r r i to r io extranjero? ¿ P u e d e 
concebirse que respeta la s o b e r a n í a local un Estado que 
rehusara, en su t e r r i t o r io , todo efecto a los actos realiza-
dos en el extranjero o que negara s i s t e m á t i c a m e n t e su 
va lor a ]as sentencias dictadas en el extranjero? (1) Y 
viceversa, el respeto de la s o b e r a n í a personal ¿no impo-
ne ciertos miramientos a l soberano local para con la per-
sona del extranjero? ¿No puede l legar hasta p e r m i t i r a 
és te invocar sus propias leyes ante los tr ibunales del p a í s 
en que se encuentre? Todas estas dificultades, y en gene-
r a l , todas las que comprende el Derecho internacional 
pr ivado, suscitan, pues, una cues t ión de respeto que quie-
re una s o b e r a n í a para o t ra s o b e r a n í a extranjera . De la 
(1) E n este punto tenemos m u y en cuenta, l a céle-
bre doctr ina de Lo r imer ; pero nosotros la consideramos 
bajo un aspecto que su autor no ha examinado y hace-
mos a lus ión a una serie de consecuencias i m p o r t a n t í s i m a s 
que él no ha p rev i s to . 
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respuesta que se dé a este punto depende la cal i f icación 
de nuestra ciencia Si se consigue establecer que el res-
peto que se deben los Estados no puede exis t i r sin las d i -
versas proposiciones que hemos sentado en forma de pre-
guntas, p o d r á afirmarse que nuestra ciencia merece el 
nombre de Derecho in ternacional pr ivado, por h a b é r s e l e 
descubierto una base j u r í d i c a cier ta . Si las investigacio-
nes en t a l sentido no dan resultado, vale m á s detenerse 
inmediatamente y resignarse a aceptar las inciertas que 
faci l i ta l a comitas. 
30. Creemos que en este p r imer punto p o d r á llegarse 
a la d e m o s t r a c i ó n anhelada; pero como no nos correspon-
de emi t i r un ju ic io definit ivo en un estudio consagrado al 
sistema y a l m é t o d o , nos l imitaremos a indicar los diver-
sos elementos que pueden con t r ibu i r a l descubrimiento 
de la verdad. L a clave de la cues t ión , nos parece que es 
el acercamiento, casi e q u i p a r a c i ó n , de los tres derechos 
de igualdad, de respeto y de comercio in ternacional , y 
a ú n debe a ñ a d i r s e que no se l o g r a r á nada preciso, si no 
se someten esas tres concepciones a nuevo examen orien-
tado en sentido un poco diferente del que de ordinaria-
mente se sigue. 
Para comprender la ú l t i m a exigencia que acabamos 
de fo rmula r , basta fijarse en que hasta ahora ha habido 
la costumbre de l i m i t a r el estudio de los derechos rec í -
procos de loe Estados, ú n i c a m e n t e a las grandes aplica-
ciones que pueden rec ib i r , mientras que la adopc ión de 
nuestro m é t o d o exige que se considere la s i t uac ión del 
Estado frente a cuestiones de orden pr ivado , esto es, no 
ya concernientes a comunidades j u r í d i c a s en sí mismas, 
por completo, si no a los part iculares que de ellas forman 
par te , o m á s bien que sólo interesan a l Estado porque es 
el representante n a tu r a l de los intereses part iculares en-
comendados a su guarda. 
Por tanto, es absolutamente necesario profundizar, 
m á s de lo que se acostumbra, el a n á l i s i s de los derechos 
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y deberes r e c íp roc os de los Estados. Sin pretender modi-
ficar las ideas recibidas en este punto, el jurisconsu' to se 
v e r á obligado a someterlas a un examen m á s minucioso, 
con el fin de deducir de ellas, las consecuencias que en-
c ier ran . Todos los que hayan estudiado el Derecho inter-
nacional , c o n v e n d r á n en af irmar, que t a l labor a ú n no 
ha sido m á s que bosquejada; que puede prestarse a pro-
vechosos trabajos, que la mater ia , a decir verdad, e s t á 
casi inexplorada . ¿No puede esperarse que de estos estu-
dios, aun no hechos, b r i l l a r á a l g ú n día la luz que debe 
i lumina r los problemas del Derecho internacional p r i -
vado? 
E l pr inc ip io de la igualdad de los Estados se analiza 
ordinariamente diciendo que todos los Estados, cuales-
quiera que sean sus fuerzas o sus riquezas, tienen los mis-
mos derechos y los mismos deberes. De esta idea resultan 
l ó g i c a m e n t e las dos consecuencias siguientes: 1.a Cada 
Estado debe t ra ta r a los otros de la misma manera, cuan-
do se encuentra en relaciones con ellos. Debe reconocer 
a todos i d é n t i c a s facultades. 2.a U n Estado e s t á obligado 
a reconocer a otro Estado cualquiera los mismos derechos 
que re iv ind ica para sí . Estos pr incipios son ciertos, y de-
b e r í a n guiar siempre la po l í t i ca extranjera de los gabi 
netes, si la diplomacia se l i m i t a r a a ser, como es de de 
sear, la a c t u a c i ó n del derecho. Enseguida se comprende 
que, llevados a nuestra mater ia tales pr incipios , produ^ 
cen consecuencias considerables. De a h í resulta la obl i -
g a c i ó n de t ra ta r a todos los extranjeros de la misma ma-
nera, sin p r iv i l eg io para ninguno Las diferencias de 
tratamiento,queridas o voluntar iamente aceptadas, cons 
t i tuyen desigualdades enojosas y , si se estima un deber el 
reconocer ciertos derechos a los súbd i tos de una n a c i ó n 
determinada, los principios del Derecho de gentes exigen 
que se hagan las mismas concesiones a los d e m á s ext ran-
jeros. Por lo d e m á s , el hacer resaltar esta idea es, senci 
l l á m e n t e , dar la e xp l i c ac ión de un hecho constante en la 
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p r á c t i c a de las naciones. De esta misma noc ión de igual-
dad d i m a n a r á t a m b i é n la obl igac ión que un soberano tie-
ne, de aplicar , a todos los negocios internacionales que se 
presenten ante sus tribunales, las regias de un solo y mis-
mo sistema de Derecho internacional pr ivado, y sobre 
todo, de dicha ob l igac ión r e s u l t a r á , que el Estado no po-
d r á negar a las leyes extranjeras, el alcance ex t ra te r r i -
to r i a l de ap l i cac ión que ha conferido a las suyas propias. 
Negar la ex t ra te r r i to r i a l idad de una ley extranjera , a l l í 
donde precisamente admite la ex t ra te r r i to r i a l idad de su 
ley nacional , equivale a rehusar, reconocer la igualdad 
de la autoridad de las leyes extranjeras, y por tanto, la 
igualdad de l a s o b e r a n í a de que der ivan. Una de dos: o la 
e x p r e s i ó n de igualdad no es m á s que una palabra v a c í a 
de sentido, o debe l l eva r consigo esta consecuencia (1). 
¿ P u e d e creerse que la o b l i g a c i ó n , l lamada de respeto, 
fuerza ú n i c a m e n t e a l Estado a no consentir que en sus 
dominios se insulte a una bandera extranjera , n i mal t ra -
te (como ya lo r e c o n o c í a n los romanos) la persona de un 
embajador extranjero? ¿Se puede pensar que aquella ex-
p res ión , racionalmente entendida, no exige que el sobe-
rano tenga ciertos miramientos hacia los simples pa r t i -
culares de nacionalidad extranjera? Nadie o s a r í a soste-
nerlo. Bien sabido es que un Estado sufre las injusticias 
que padecen sus subditos en el extranjero, formula las 
reclamaciones oportunas y exige la i n d e m n i z a c i ó n co 
rrespondiente. ¿ P o r q u é no ha de tener los mismos dere-
chos contra una leg is lac ión demasiado dura? ¿Acaso no se 
(1) Véase Brocher, Theorie du D r o i t international 
p r i v é . Dans la Revue de D r . in te rn . , 1871; p á g s . 416 y 
siguientes. E l conde K a m a r o w s k i dice., acertadamente, 
que el pr inc ip io del reconocimiento j u r í d i c o entre los Es-
tados exige el reconocimiento de igualdad de sus legis-
laciones. (Quelques réflexions sur les relations entre le 
D r o i t international et les differentes hranches de la j u r i s -
prudence.—Rev. de D r . i n t . , 1875, p á g . 11). 
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ha faltado al respeto que le es debido, cuando la situa-
ción creada a sus nacionales es verdaderamente mi sera-
ble? ¿ P u e d e estimarse que este derecho a l respeto dormi 
ta ordinariamente para no ofrecerse m á s que en las 
é p o c a s de conmociones sociales? Pero dejemos la persona 
de los extranjeros. ¿Las sentencias dictadas en el ext ran-
jero no tienen derecho a una cier ta cons ide r ac ión? Dea-
conocerlas o revisarlas a fo do7 que realmente es lo mis-
mo, ¿no es in ju r i a r a la jus t ic ia extranjera? y esta in ju r i a 
¿es compatible con el respeto que se deben r e c í p r o c a m e n -
te las naciones? En tercer lugar , si los Estados tienen 
la ob l igac ión de pe rmi t i r y favorecer el comercio inter-
nacional^ s e r á fácil descubrir que t a l ob l igac ión no es 
indiferente para nuestra ciencia. Las relaciones lejanas, 
es notorio que son las que m á s necesidad tienen de se-
guridad. ¿Es posible la seguridad fuera de una regla 
c o m ú n , igual para todos, justa, previsora, en una pala-
bra , fuera de un derecho? ¿ P u e d e abandonarse al a rb i t r io 
jud ic i a l la so lución de conflictos de leyes y favorecer, sin 
embargo, el comercio internacional.- Nosotros no hace-
mos a q u í ot ra cosa m á s que sentar cuestiones: nos l i m i -
tamos a revelar aspectos nuevos de antiguas cuestiones, 
y sin prejuzgar su so luc ión , diremos que merecen ser 
examinadas con cuidado, porque pueden rendir eminen-
tes servicios a nuestra ciencia. 
31 . Suponemos, pues, que la c o n s i d e r a c i ó n de las re-
laciones r e c í p r o c a s de los Estados ha conducido a la con-
c lus ión siguiente: Los Estados no pueden desenvolver 
paralelamente su acc ión , realizar, cada uno para lo que 
le concierne, las funciones que le e s t á n reconocidas como 
esenciales, sin someterse los unos con r e l a c i ó n a los otros^ 
a ciertas obligaciones que, fundadas en hechos sociales 
incontestables, t ienen, por lo mismo, una existencia i n -
ternacional tan cierta como posible. Fa l ta , pues, definir 
este deber, entrar en el detalle, mostrar las consecuen-
cias p r á c t i c a s que de esta idea pr imera emanan, en cuan-
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to a las cuestiones que e s t á n comprendidas bajo la domi-
nac ión de Derecho internacional p r ivado . 
T a l es la supraestructura de la obra que queda por 
construir , y esta parte, bien que no sea la p r imera en el 
orden racional , aparece, sin embargo, como la m á s deli-
cada, y sobre todo, la m á s considerable. Es la que debe 
suministrarnos con te s t ac ión directa a Jas cuestiones del 
dominio de nuestra ciencia. 
En este terreno, el Derecho internacional no es, cier-
tamente, impotente; pero se concibe, por otra parte, que 
le es imposible descender hasta los m á s minuciosos deta-
lles: las naciones pueden obligarse a seguir en sus mu-
tuas relaciones, una d i r ecc ión general; pero no p o d r í a n , 
sin subscribir un ataque molesto a su l iber tad , sujetarse 
de.antemano a una i n t e p r e t a c i ó n de sus deberes, deter-
minada para todos los casos en que pueden invocarse. 
32. Esto, r e p i t á m o s l o , no es una confes ión de impo-
tencia, pues f ác i lmen te se demuestra que la cons ide rac ión 
de las relaciones internacionales proporciona ciertas 
l í neas directrices que constituyen un socorro precioso en 
todo el desenvolvimiento de !a obra cuya r e a l i z a c i ó n se 
persigue. 
L a m á s somera o b s e r v a c i ó n hace descubrir tres de 
ellas, que conducen a tres reglas precisas: 
1.a L a existencia de la sociedad internacional , exis-
tencia innegable que aprovecha por igual a todas las na-
ciones que de el 'a forman parte, tiene por consecuencia 
lógica , la ob l igac ión comú i a los Estados de favorecer, en 
lo posible, la c o n s e r v a c i ó n y el desenvolvimiento de esta 
sociedad. Y como una sociedad no puede prosperar sino 
en tanto que cada uno de sus miembres prosperen, como 
la prosperidad de cada uno e s t á l igada a l goce de la liber-
tad que le permite desenvolver sus actividades en el sen-
tido m á s ventajoso, a l goce t a m b i é n de la igualdad, que 
le permite sacar el mayor part ido posible de los bienes 
comunes, se ve que la sociedad internacional pr ivada . 
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encuentra una condic ión de v i ta l idad y de progreso en 
la p r o c l a m a c i ó n del pr inc ip io de igualdad de los extranje-
ros y de los nacionales. Y esta igualdad una vez reco-
nocida y asentada sobre su verdadera base, la del deber 
internacional demostrado por las condiciones de existen 
cia de la sociedad de las naciones; tiene un alcance muy 
considerable. U n examen superficial podr í a hacer pensar 
que dicha igualdad se realiza cuando, en el orden p r iva -
do, se ha concedido a los extranjeros el goce de todos los 
derechos civiles. Una c o n c e p c i ó n m á s distante a ú n de la 
noc ión justa de la idea emitida, podr ía l l eva r a apl icar , 
en cada p a í s , a los extranjeros, con pretexto de igualdad, 
las mis-mas leyes que se aplican a los nacionales, lo cual 
hace pensar en la igualdad que se e n s a y a r í a obtener dan-
do a todas las personas vestidos de una sola y misma me 
dida. E l goce de l a total idad de los derechos civi les , es 
una de las condiciones de igualdad entre nacionales y 
extranjeros; pero de n i n g ú n modo suficiente para produ-
c i r el resultado a que se aspira. Para establecer un ver-
dadero estado de igualdad, t o d a v í a , y sobre todo, es ne-
cesario que el derecho consti tuya para los extranjeros 
una p r o t e c c i ó n tan completa y cierta como aquella con 
la que él ampara a los nacionales. Es preciso que no es té 
expuesto a continuas variaciones porque, en la mater ia , 
la estabilidad es condic ión esencial de eficacia: es preci-
so que sea apropiado a las personas y a. las cosas que e s t á 
llamado a regir , so pena de faltar a su mis ión ; es preciso 
que sea bien conocido y perfectamente observado, ame-
nos de prestarse a continuas decepciones. Encontrar la 
ley que satisfaga todas estas condicio* es, es la labor re 
servada a l Derecho internacional pr ivado. E l Derecho 
de gentes no p o d r á real izar la en vez de a q u é l ; pero le 
f ac i l i t a r á la luz que debe guiar le en sus investigaciones. 
33. 2 .° E l Derecho de gentes, toma como punto de 
par t ida la existencia simultanea e igual de los diversos 
Estados^ y se esfuerza en conci l iar sus autoridades res-
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pectivas en los puntos donde pueden encontrarse en con-
flicto. Por tanto, una parte de su labor cons i s t i r á en pre-
servar a la s o b e r a n í a del Estado de los peligros que po-
d r í a huicerle correr la ap l i cac ión demasiado l ibe ra l de los 
principios cosmopolitas de nuestra ciencia. Es necesario 
determinar las relaciones r e c í p r o c a s de los Estados, mos-
trarles que su autoridad no tiene n i puede tener, en la 
forma actual de las relaciones humanas, el c a r á c t e r abso-
luto que ellos tienden siempre a concederle; pero íes nece-
sario t a m b i é n que el Derecho de gentes, si no quiere ser 
infiel a su mis ión , separe cuidadosamente el uso del abu-
so, y reserve los derechos esenciales del Estado, cada vez 
que una conces ión pudiera her i r los sensiblemente Debe, 
a la vez, definir los deberes internacionales del Estado y 
s e ñ a l a r el lugar exacto en que esos deberes cesan, y la 
l iber tad i l imi tada vuelve a tomar su imper io . Esta fun-
ción del Derecho internacional púb l i co tuvo por resulta-
do, en Derecho internacional p r ivado , la p r o c l a m a c i ó n 
del p r inc ip io de la t e r r i ro r ia l idad de las leyes de orden 
púb l i co . Se admite umversalmente (bien que con expre-
siones distintas) la leg i t imidad del efecto absoluto de las 
leyes que representan grandes pr incipios de po l í t i ca , de 
orden y de mora!. Estas leyes son intangibles, y tanto en 
los asuntos internacionales como en los puramente nac ió 
nales, su a p l i c a c i ó n exclusiva es la regla de que nadie osa 
desviarse. ¿ P o r q u é esta in f racc ión a los principios, por 
q u é esta ley suprema colocada por encima de las leyes 
ordinarias? Se alega la necesidad,, las exigencias del buen 
sentido, pero la necesidad se demuestra y el buen sentido 
no es m á s que el sentimiento de la presencia fie una ley 
na tu ra l que a la ciencia incumbe d e s e n t r a ñ a r . Según 
esto, no es difícil descubrir que, en h ipó te s i s , esta ley no 
es otra cosa que la t r a d u c c i ó n de la idea siguiente: una 
ciencia destinada a precisar y a fac i l i t a r las relaciones 
de las naciones entre sí , tiene, por p r imer deber, respe-
tar todo lo que es esencial a la existencia de estas nació-
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nes y a l funcionamiento de sus ó r g a n o s (1). Una doctrina, 
que no mantenga esta reserva, p o d r í a compararse a una 
m á q u i n a que, por la excesiva v ivac idad de su acc ión , h i -
ciera vac i la r y destruyera los pilares de fundic ión sobre 
los cuales reposa. 
Y esta ley general de respeto de la v ida de un Estado, 
de las condiciones de hecho necesarias para el ejercicio 
de su ac t iv idad, ¿no es ante todo ana ley de Derecho i n -
ternacional púb l ico? ¿No c o n c e r n i r í a directamente las 
naciones consideradas como colectividades, y no engen 
d r a r í a deberes que pesaran sobre ellas en cuanto son co-
lectividades? Por consiguiente, esta reserva que se hace 
de las necesidades del orden p ú b l i c o , es a ú n una ley del 
Derecho internacional púb l i co , una segunda g ran direc-
t r i z que emana de la misma fuente que la p r imera . T a l es 
el ún ico punto de vis ta desde el cual aparece claramente su 
necesidad y el ún ico t a m b i é n que p e r m i t i r á mantener 
esta ley en sus justos l ími t e s . La t e o r í a del orden públ i -
co, es, ciertamente, dif ic i l ís ima, y parece que hasta aho-
ra m á s se ha conseguido dif icul tar la que ac larar la . Nos-
otros, sin ninguna duda, declaramos, que sólo conside-
rando su verdadera naturaleza de ins t i tuc ión cuyas r a í c e s 
se encuentran en el Derecho de gentes, se p o d r á l legar a 
asignarle sus justas proporciones (2). 
34. 3.° Citemos, en fin, una ley menos conocida, o 
por lo menos, m á s raramente observada, y que, sin era-
(1) Esta e x p l i c a c i ó n muestra la estrecha conex ión 
que une las ideas de orden púb l ico y de t e r r i t o r i a l idad , y 
hace ver lo poco aceptable que es l a doctr ina bastante 
extendida^ desde Ch. Brocher, que distingue dos clases de 
ó r d e n e s púb l icos de los cuales, el uno se r í a t e r r i t o r i a l y 
otro e x t r a t e r r i t o r i a l . 
(2) Por lo d e m á s , desde este punto de vis ta , Mancini 
consideraba la noc ión del orden p ú b l i c o . — V é a s e su ar-
t í c u l o : De V u t i l i t é , etc., en el Journal du D r . in t , p r ivé , 
1874, p á g s . 294 y sigs. 
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bargo, e s t á l lamada a d e s e m p e ñ a r un papel importante 
en las relaciones r e c í p r o c a s de las naciones. Estas, seres 
ju r íd i cos racionales o racionalmente conducidos, que en 
úl t imo caso equivale a lo mismo^ deben obrar mutuamen-
te las unas respecto a las otras, conforme a la just icia; 
es decir conforme a la r azón aplicada a los intereses par-
ticulares. Deseable se r í a , pero-parece difícil , encontrar 
una fó rmuia m á s precisa para expresar esta ú l t i m a obli-
g a c i ó n . Como quiera que sea, esta regia c o n t e n d r á : Inde 
pendientemente de toda d e t e r m i n a c i ó n de la ley que haya 
de aplicarse, la just ic ia exige que, en un caso dado, se 
t rate a una persona como se t r a t a r í a a otra en el mismo 
caso, que se aplique a l d ía siguiente la misma regla que 
se aplicaba la v í s p e r a . Esto es lo que puede llamarse la 
lógica del derecho, y bien se comprende que su autoridad 
reside en el hecho de ser los Estados entre sí , seres libres 
y responsables. E l pr inc ip io de lógica que acabamos de 
exponer encierra consecuencias importantes con r e l a c i ó n 
a nuestra ciencia E l quiere que el Derecho internacional 
pr ivado sea una ciencia ú n i c a , cuya autoridad se extien-
da a todos los pueblos que forman parte de la comunidad 
in te rnac iona l . Varias doctrinas concurrentes son una 
a n o m a l í a , un defecto de lógica , porque la a r m o n í a supo 
ne la unidad, y mientras los pueblos no las real icen, les 
s e r á imposible l lenar completamente, a este respecto, sus 
obligaciones internacionales. E l pr inc ip io de lógica quie-
re t a m b i é n que la ley que deba seguirse en cada caso, sea 
determinada previamente, porque la ley debe ser una 
g a r a n t í a firme y no un origen de perpetuas sorpresas, 
como o c u r r í a si , en el orden internacional pr ivado no se 
conociera desde el momento en que nace una r e l ac ión 
j u r í d i c a , l a ley aplicable y que, por tanto, debe seguirse. 
E l pr incipio de lógica quiere t a m b i é n que, cuando una 
ley ha producido su efecto, este efecto sea, para aquel a 
quien beneficia, un derecho adquir ido e intangible. E n e ! 
Derecho internacienal p r ivado , esta ú l t i m a idea ha sido 
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sucesivamente exagerada, e injustamente despreciada. U n 
autor a l e m á n que e sc r ib í a hacia la mi tad del siglo x i x , 
SchoelTner^ p r e t e n d i ó hacer de ella la clave de b ó v e d a de 
su edificio, c o n s i d e r á n d o l a suficiente para resolver todas 
las cuestiones internacionales. 
Hay en ello una ilusión y un er ror acerca de las con-
diciones de funcionamiento de nuestra ciencia. Esta no 
considera solamente las leyes que ya han producido su 
efecto, sino que debe estudiarlas aun en el momento 
mismo en que ese efecto debe producirse; es m á s , eso 
constituye la parte m á s considerable de su labor y en 
este orden de ideas, la noc ión de derecho adquirido no 
existe y no puede reportar n i n g ú n servicio. Cuando se 
pregunta si dos esposos divorciados en su pa í s de origen, 
deben ser considerados en el extranjero como libres de 
todo lazo ma t r imon ia l , existe una cues t ión de derecho 
adquir ido, y el deber del Estado extranjero consiste en 
respetar, en sus efectos, una s i t uac ión j u r í d i c a que él no 
c r e ó n i por tanto le pertenece supr imi r . Pero, suponga-
mos que se investiga q u é ley domina las relaciones de dos 
esposos y si el d ivorc io les e s t á o no permi t ido; la ley de 
que se t rata no l ia producido t o d a v í a su efecto, a ú n no se 
ha adquir ido n i n g ú n derecho, y , por lo tanto, es eviden-
te que el c r i te r io de Schoeffner, no puede dar la respues-
ta que se busca; la cues t ión de que se t ra ta , e s t á fuera 
del momento, fuera de los l ími tes en el tiempo sobre los 
que puede extender l ó g i c a m e n t e su autoridad. Por otra 
parte, e s t á hoy en moda desconocer lo que hay de justo 
en la doctr ina propuesta por este jurisconsulto y querer 
reducir todas las cuestiones internacionales privadas a 
conflictos de leyes de t e r r i to r i a l idad o de ex t ra t e r r i to r i a -
l idad . A ú n esto es falso, y los c r í t i cos de Schoeffner no se 
percatan de que a l pretender ev i ta r el exceso en que 
aquel ha ca ído , no escapan ellos del con t ra r io . (1) Pon-
(1) Así Mr . L a i n é , nos parece un poco censurable 
6 
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gamos un ejemplo para que la d e m o s t r a c i ó n resulte m á s 
pa lmar ia . U n contrato cuyos elementos tanto personales 
como reales sean puramente nacionales. E n este caso no 
hay sombra de conflicto, n i cabe tampoco la menor duda 
acerca de la ley competente. Si en su desarrollo, la obl i -
gac ión resultante de este contrato se invoca en un pa í s 
extranjero y nace un debate a causa de ello ¿cuá l s e r á 
la verdadera forma y la naturaleza de las cuestiones que 
se susciten? ¿Se t r a t a r á de determinar la ley que debe 
regir dicho contrato? De ninguna manera. Como que este 
tiene sus elementos en un sólo pa í s no ha podido suscitar 
n i n g ú n conflicto, y por lo tanto, es ocioso preguntar c u á l 
es la ley competente. En la h ipó tes i s que examinamos, 
la ú n i c a cues t ión susceptible de centroversia^ es la de sa-
ber si el derecho regularmente adquirido en un p a í s pue-
de invocarse en otro, si la noc ión de d recho adquirido 
tiene un valor internacional y c u i l es este va lor . U n 
f r ancés recibe de buena fe en Francia , de otro f r a n c é s , 
un mueble corporal del que este ú l t i m o no era propieta-
r io ; sin embargo lo adquiere (2.279 O. c iv . ) Este mueble 
es transportado a E s p a ñ a . ¿ P o d r á reivindicarse? En la 
t r a s l a c i ó n de propiedad no ha habido conflicto, pues he-
mos visto que fué completamente francesa, y , por lo tan-
to, lo ún ico a discutir es si los magistrados e s p a ñ o l e s de-
ben respetar el derecho adquir ido en Francia Otra vez 
cuando (Int rodt ic t ion, t . I I , p á g . 334), a p ropós i to de la 
regla Locus regit actum, sienta la siguiente cues t ión : ¿la 
lex loci actus tiene, una vez observada, un va lo r extra-
te r r i to r ia l? L a verdadera cues t ión es saber si el acto rea-
lizado, y no la ley, tiene un va lor e x t r a t e r r i t o r i a l . Esta 
es una cues t ión de derecho adquir ido. La inexac t i tud re-
sulta m á s evidente observando que según la terminolo-
g í a adoptada por Mr . L a i n é , la lex loci actus (en materia 
de formas, s e r í a a la vez, t e r r i t o r i a l puesto que puede 
aplicarse a tocios los actos realizados en el t e r r i t o r io , y 
según él , e x t r a t e r r i t o r i a l . Esto es contradictor io. 
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nos encontramos con una cues t ión tocante a l va lo r in ter-
nacional de los derechos adquiridos. Y aunque se intente 
razonar los problemas de este g é n e r o , siempre se les en-
c o n t r a r á insolubles si no se toma el part ido de llegar en 
el examen, hasta los primeros principios del Derecho de 
gentes. E l Estado es quien, en el in te r ior del pa í s , asegu-
ra el respeto de los derechos adquiridos y a él corres-
ponde t a m b i é n hacerlos respetar en materia interna 
cional . 
35. Y a hemos dicho bastante acerca de que el Dere-
cho de gentes puede y debe ejercer l e g í t i m a influencia en 
la fijación de los primeros pr incipios , que s e r v i r á n para 
resolver los conflictos de leyes. S u m i n i s t r a r á las l í nea s 
directrices generales que después han de servir de fun-
damento a las investigaciones particulares. A ú n m á s : 
nosotros creemos que su u t i l i dad no se l i m i t a r á exclusi-
vamente a eso, y que de la c o n s i d e r a c i ó n directa de las 
relaciones de las naciones, podrcín obtenerse hasta fórmu-
las exactas y precisas que han de dar la so luc ión de la 
mayor parte de ios conflictos. Sin embargo no nos es po-
sible, por el momento, l levar nuestras investigaciones 
hasta ese punto Esto ser ía rehacer todo el Derecho inter-
nacional pr ivado, y aun las m á s ligeras indicaciones, ex-
c e d e r í a n de los l ími tes de este estudio. No obstante, insis-
tiremos en un punto. A u n cuando la obra perseguida de 
ese modo, fuera condenada a permanecer eternamente 
imperfecta, su imper fecc ión d e b e r í a preferirse a la per-
fección aparente de las doctrinas que toman por base de 
su e n s e ñ a n z a los pr incipios del Derecho pr ivado . Estas, 
en efecto, en vano m u U i p l i c a r á n sus soluciones, y explo-
r a r á n hasta los m á s p e q u e ñ o s rincones de l a palestra 
internacional ; en vano e s c u d r i ñ a r á n las m á s m í n i m a s 
cuestiones dando a cada una de ellas una respuesta tan 
precisa y a la vez tan equi ta t iva como sea posible, siem-
pre t e n d r á n frente a ellas una misma objec ión que no 
p o d r á n rechazar y que v i c i a r á todo su sistema. ¿Cuál se-
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r á ia autoridad internacional de estas reglas, q u é garan-
t í a s h a b r á de o b s e r v a c i ó n en v i r t u d de q u é fuerza rea-
l i z a r á n la a r m o n í a a que se aspira? En una palabra: 
¿Cuál es el pr incipio de autoridad internacional que se 
t ra ta de conferirles? A cuestiones de esta naturaleza, el 
Derecho pr ivado no sabe q u é responder, porque no le 
compete determinar los derechos y deberes de las nacio-
nes, y sin embargo, toda autoridad internacional evoca 
inmediatamente la idea de estos derechos y deberes. E l 
Derecho internacional púb l i co no puede suministrarnos 
m á s que un sólo pr inc ip io aplicable a las relaciones i n 
ternacionales de simples particulares pero con ese p r in -
cipio ún i co , la ciencia s e r í a a ú n m á s r i ca que lo es con 
toda una co lecc ión de regias a las que falta una sola cosa, 
cual es, el c a r á c t e r obligatorio demostrado. De una parte, 
en un punto por lo menos; poseeremos un pr incipio cuya 
cert idumbre l l e g a r í a a l mayor grado que puede alcanzar 
en las relaciones r e c í p r o c a s de las naciones; de otra par-
te, estaremos en presencia de toda una serie de h ipótes i s 
que no s e r á n nunca m á s que obras de la i m a g i n a c i ó n de 
sus autores y cuyo c a r á c t e r recomendable j a m á s p o d r á 
l legar hasta justif icar, en lo que les concierne el uso del 
calif icativo de derecho Entre el Derecho pr ivado de una 
nac ión y el Derecho de otra , hay un abismo sobre el cual 
ú n i c a m e n t e el Derecho de gentes puede tender un puen-
te, porque sólo él tiene competencia para dic tar sus leyes 
a una y a o t ra . 
Leyendo la obra magis t ra l de Savigny (1), se experi-
menta cierta sa t i s facc ión a l observar que rechaza la 
usual d i s t inc ión de la suces ión mobi l i a r i a y de la suces ión 
i nmov i l i a r i a , part icipando de la idea m á s agradable de 
ia unidad de suces ión , bajo el imper io de la ley personal 
del difunto. Pero bien pronto c o n t r a r í a algo cuando se 
(1) Savigni , Systéme, t r ad . Gruenoux; p á g s . 312 y 
siguientes. 
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rev is tan las razones que da el gran jurisconsulto en apo-
yo de su tesis. Esas razoues se l i m i t a n a decir que, cons-
ti tuyendo la suces ión una e x t e n s i ó n de la potencia y de 
la voluntad del hombre m á s a l l á del t é r m i n o de la v ida , 
merece ser considerada como un estatuto personal. Máa 
adelante, a ñ a d e , que estando basada la suces ión en la vo-
luntad presunta del difunto, debe, l ó g i c a m e n t e , formar 
un todo, sometido a una ley ún ica . Estas consideraciones 
aunque no son inexactas, no tienen tampoco nada de i n -
ternacional. De ninguna manera prueban que de un Es-
tado a otro se deba respetar ese c a r á c t e r personal del 
derecho de suces ión , que es precisamente lo que h a b r í a 
que demostrar. L a duda subsiste, y un siglo después de 
la d e s t r u c c i ó n del antiguo orden de cosas, la jur ispruden 
cia francesa aplica t o d a v í a , sin c o n v i n c i ó n , y a falta de 
encontrar cosa mejor, la d i s t inc ión antigua. Cierto que 
las cosas c a m b i a r á n de aspecto cuando se demuestre que 
la unidad de suces ión es consecuencia ' óg ica de la natu 
raleza de las leyes de esa especie, y que un Estado cual-
quiera no puede rehusar reconocerlas, con r e l a c i ó n a un 
extranjero, sin desconocer a l mismo tiempo la legi t ima 
autoridad de Ja ley extranjera y he r i r , en e l ejercicio de 
sus derechos, a l soberano que la d ic tó y tiene i n t e r é s en 
velar por su o b s e r v a c i ó n . Entonces h a b r á que conven-
cerse; a p a r e c e r á claramente la ob l igac ión del Estado, y 
el juez que tiene ea cuenta los deberes de su soberano, 
como la tiene t a m b i é n de sus derechos, d e b e r á asentir. 
Esta d e m o s t r a c i ó n no se ha hecho todavia: no dudamos 
que lo sea plenamente un d í a , cuando se analicen exacta 
y completamente las atribuciones de la s o b e r a n í a del Es-
tado respecto a las personas sometidas a su autoridad. 
36. Hasta entonces no nos queda otro recurso que u t i 
l izar las conjeturas; pero he a q u í otro punto en el cual 
podemos hacer a ú n m á s palmarias las ventajas del mé to -
do que preconizamos. Nos referimos a la cues t ión famo-
sa, como la que m á s , de la d e t e r m i n a c i ó n del estatuto 
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personal, es decir, de ana cierta c a t e g o r í a de leyes que 
gozan de la propiedad do a c o m p a ñ a r en todas partes a la 
persona que les está sometida, y de sede aplicable lo 
mismo cuando reside en el extranjero que cuando habita 
en su pat r ia ¿cómo s0. d e t e r m i n a r á para que cada perso-
na, entre !as leyes positivas diferentes, la que con rela-
ción a ella d e s e m p e ñ a r a esa función? Se vaci la en prefe-
r i r la ley del domicil io o Ja ley nacional. Las legis lado 
nes positivas se encuentran^ a este respecto, en un estado 
permanente de oscilaciones. Hace algunos a ñ o s , pudo 
creerse que gracias a l Código c i v i l i ta l iano, la nacionali-
dad h a b í a tr iunfado sobre el domici l io , los tratados de 
Montevideo han restablecido el equi l ibr io y han vuelto a 
poner todo en cues t ión . En la doctr ina reina a n á l o g a con-
fusión . Los dos campos que se han formado no dejan de 
combatirse con espadas en apariencia demasiado cortas, 
pues parece que no se hacen m a l alguno, y vuelven a co-
menzar cada d í a la lucha, m á s dispuestos y ardientes que 
nunca (1), En la memoria de todos es tá * los argumentos 
empleados de una y de otra parte- es inú t i l repetirlos 
una vez m á s . ¿Qué significa esta s i tuac ión? A nuestro pa-
recer, significa, que la cues t ión así planteada, es insolu-
ble, como lo es toda cues t ión de Derecho in ternacional , 
cuya so luc ión se busca en consideraciones de Derecho 
pr ivado. Y , en efecto, si nos colocamos en el terreno del 
Derecho púb l i co , veremos que esta cues t ión es tan senci-
l l a como antes era difícil . Desde este nuevo punto de 
vista; f-1 estatuto personal no es otra cosa que el derecho 
que a una s o b e r a n í a pertenece, de extender su imperio 
sobre sus súbd i tos , aun m á s a l l á do su Patr ia , requir ien-
do de las s o b e r a n í a s extranjeras el respeto de las leyes 
nacionales de dichos individuos para todo aquello que les 
(1) Véase sobre esta cues t ión H . Jaques. La loi du do-
micile et la loi de la nationalüé en Droit international p r i -
vé. Rev de Dr . Int., 188, p á g s . 568 y sigs. 
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concierne. Siendo esto as í , no hay duda posible en cuan-
to a la d e t e r m i n a c i ó n del estatuto personal. El imper io 
de cada s o b e r a n í a no puede ejercerse m á s que sobre 
aquellos que e s t á n unidos a ella por un lazo cierto y re-
conocido. Este lazo no es ni puede ser o t ro m á s que la 
nacionalidad. La nacionalidad es en el orden social actual 
el signo de la su jec ión; es la que con r e l a c i ó n a las perso-
nas s irve para d is t inguir en un p a í s los subditos y los ex-
tranjeros; el conjunto de personas de la misma naciona-
l idad es lo que forma el pueblo del Estado. Y por tanto, 
es la ley nacional de cada uno, lo que c o n s t i t u i r á su esta-
tuto personal, si la existencia de este estatuto es, como 
creemos, una consecuencia del aspecto personal de la so-
b e r a n í a . En cuanto a l domic i l io , no es necesario hablar 
de él : n i tiene va lor pol í t ico en nuestra sociedad, n i ejer-
ce ninguna influencia en la s o b e r a n í a personal, a la que 
el indiv iduo e s t á sometido. 
37. Se ve, por el ejemplo que antecede, cómo las 
cuestiones del dominio de nuestra ciencia pueden cam-
biar de aspecto cuando se las rest i tuye su naturaleza de 
cuestiones verdaderamente internacionales, y como pue-
de ocur r i r que a una duda i n m e m o r i a l susti tuya, en cier-
tos puntos, una cert idumbre inmediata . No vamos a pre-
tender que la adopc ión de este nuevo m é t o d o , pueda fa-
ci l i tarnos parecida s impl i f icación. M u y lejos de eso. E l 
Derecho in ternacional púb l i co no es tan conocido, que 
pueda llegarse por é l , al establecimiento r á p i d o y seguro 
de los principios del Derecho iuternacional pr ivado. Se 
r á n t o d a v í a necesarios largos trabajos; pero a quienes los 
emprendan, este m é t o d o puede prometer-es, a fal ta de 
rapidez en su marcha, la seguridad, la luz, y esta con-
ciencia c ier ta de la legi t imidad de los resultados ya ad-
quiridos de que un e sp í r i t u científico j a m á s p o d r á pres-
c ind i r . 
P I L L E T , 
Profesor en la Facultad de Derecho de Par í s . 
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